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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA 

DIVERSAS DISPOSICIONES DEL ARTÍCULO 27 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PRESENTADA POR EL 

DIP. MANUEL ALEJANDRO ROBLES GÓMEZ Y SUSCRITA POR DIPUTADAS 

Y DIPUTADOS DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN MATERIA DE 

PROPIEDAD SOCIAL, BIODIVERSIDAD, AUTORIDADES Y OTROS TEMAS DEL 

PACTO SOCIAL DE 1917. 

 

El que suscribe, Diputado Manuel Alejandro Robles Gómez y demás diputadas y 

diputados del Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento en el artículo 71 

fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

artículos 6, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 

consideración del Pleno de esta honorable Cámara de Diputados la presente 

iniciativa con proyecto de decreto que REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS 

DISPOSICIONES DEL ARTÍCULO 27 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE PROPIEDAD SOCIAL, 

BIODIVERSIDAD, AUTORIDADES Y OTROS TEMAS DEL PACTO SOCIAL DE 

1917, de acuerdo con la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Este proyecto de iniciativa es una propuesta de diversas organizaciones 

campesinas que por décadas han luchado por la propiedad social de sus tierras, la 

biodiversidad y la justicia. La mayor parte de este texto se elaboró en conjunto y 

tomando en cuenta las experiencias, conocimientos y resultados de censos que 

elaboran entre sus agremiados, para dar una solución a la problemática del campo 

mexicano y la cual las y los diputados de MORENA suscriben.  
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A. ¿Quiénes somos y formamos la clase campesina y campesindia de 

México? 

1. Se reconoce “que la Revolución Mexicana como hecho histórico no 

constituyó una revolución en contra del modo de producción capitalista, si no 

la base del actual sistema dependiente, en el cual los campesinos 

constituyen la base de la pirámide social del subdesarrollo, 2) la estructura 

agraria actual, después de 60 años de la Revolución, muestra claramente el 

predominio y desarrollo de la clase capitalista y la dominación y explotación 

de los campesinos, 3) la sociedad y la economía campesinas no están 

aisladas de la sociedad y la economía capitalistas, y el intercambio desigual 

existente entre las dos determina la explotación de los campesinos, 4) esta 

explotación es la base para la existencia de los campesinos como una clase 

social, aunque el control político del estado, su falta de organización y de 

conciencia de clase, hacen que los campesinos sean una clase en sí, aunque 

no una clase para sí”1. (Montoya, 1977) 

2. Nosotros, la clase campesina de México, personas, familias de mujeres y 

hombres que vivimos en las localidades rurales, ejidos, comunidades, los 

dedicados a la pequeña y la mediana agricultura, dedicados milenariamente 

a la agricultura, hijos del maíz, y el frijol, campesinos, indígenas, 

afrodescendientes, labriegos, pescadores rivereños, pastores y ganaderos 

trashumantes, productores de pequeña y mediana escala, las y los huehues, 

las juventudes nómadas y migrantes, y las personas de la infancia, tenemos 

esperanza en el México del presente y el México del futuro, nosotros que 

                                            
1 Montoya Martín del Campo, Alberto. (1977) Síntesis de la tesis “Un Acercamiento a la Comunicación 
entre los Campesinos Mexicanos. Grado de Maestría en Comunicación y Cambio Social en la Universidad 
de Stanford. Impreso inédito en biblioteca del Colegio de Posgraduados, México. 
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queremos una vida armoniosa con la naturaleza, y entre los pueblos de 

México. 

3. Nosotros, la clase campesina de México, consciente de las graves amenazas 

privatizadoras que se ciernen sobres las tierras y aguas de México en favor 

de un puñado de grandes empresas trasnacionales, acudimos a los 

preceptos de la Iniciativa Ciudadana previsto en la fracción IV del artículo 71 

de la Constitución, que da el derecho a los ciudadanos a iniciar propuestas 

legislativas, con el 0.13% de la lista nominal de electores2. Y en su defecto, 

manifestamos que haremos la entrega de este reclamo de la Clase 

Campesina y del este proyecto legislativo, a los diputados que 

verdaderamente están comprometidos con los destinos de la Clase 

Campesina y del pueblo mexicano. 

4. El voto campesino y rural en distritos electorales rurales en el 2018 fue 

cercano a los 8.5 millones de votos de los más de treinta millones de votos 

de los mexicanos que decidimos elegir el camino de la Cuarta 

Transformación de México, para acabar con más de 30 años de agravios, 

despojos y vejaciones a la clase campesina de parte de los caciques y 

gerentes neoliberales del salinato que fue cómplice de la traición al Pacto 

Social Estado-Campesino de México. 

5. El Censo Agropecuario 2022 del INEGI, reporta que nosotros la Clase 

Campesina, productora de los alimentos de los mexicanos, realizamos 

nuestras actividades productivas en 4.7 millones de Unidades de Producción 

Agropecuaria de las cuáles el 59.2% son ejidales es decir fruto de la dotación 

agraria; un 12.7% son comunales es decir propiedad social agraria restituida 

a pueblos y comunidades originarios; propiedad privada detenta el 27.4% de 

                                            
2 En las elecciones del 2018 se registró un listado nominal de 89,123,355 de electores, por lo que el 0.13% 
equivale a 115,860 personas. 
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la superficie; y las Colonias Agrícolas y Ganaderas que son aquellas tierras 

entregadas en usufructo a grupos de colonos; y la Propiedad Pública un 0.3% 

cada una de ellas. 

6. Casi un 90% de las Unidades de Producción censadas que manifestaron 

alguna problemática, señalaron en primer lugar el alto costo de los insumos 

y los servicios, y un 37% expresó que su principal problema fueron los bajos 

precios recibidos por sus cosechas, un 26% expresó que el problema central 

es la pérdida de fertilidad de la tierra.  

7. Que los indígenas y campesinos han sido colocados por el sistema 

económico prevaleciente, como simples proveedores de materias primas y 

alimentos, que aprovecha principalmente la iniciativa privada (intermediarios 

y grandes empresas alimenticias), perdiendo el papel soberano de 

productores de alimentos sanos, e inocuos para la nación. 

8. Que los indígenas y campesinos han sido convertidos en servidumbre al 

servicio de los intereses económicos y proyectos de expansión de los 

grandes monopolios de la tecnología y los alimentos. 

9. Que las políticas neoliberales provocaron desempleo en el medio rural, 

también la disminución del ingreso real de la familia campesina, provocando 

la salida de millones de jóvenes (mujeres y hombres) a las grandes ciudades 

y de 5 millones de trabajadores migrantes al extranjero, en busca de empleo 

y mejores ingresos. 

10. Que a partir de la modificación del Artículo 27 de la Constitución y la 

publicación de la nueva Ley Agraria, las políticas neoliberales fueron 

impuestas mediante el engaño, el chantaje y la amenaza a las asambleas 

campesinas, para que aprobaran el Programa de Certificación de Derechos 

Ejidales (PROCEDE), y adoptaran la figura del “Dominio Pleno” para 

favorecer la privatización de la propiedad de la nación, y para que con ello, 
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aceptaran la inversión privada, ya sea para la renta de sus parcelas o bienes 

comunales, o aceptando la “venta” o mejor dicho, el despojo de sus tierras, 

como ya ha ocurrido con miles de hectáreas de las mejores tierras en distritos 

de riego, de bosques, con ríos, con playas o con minerales. 

11. Que las políticas neoliberales contemplaron la eliminación de todos los 

programas públicos de apoyo directo a la producción agropecuaria como o 

son el crédito, los servicios de capacitación, asistencia técnica a campesinos, 

indígenas y afromexicanos dedicados a la producción primaria, se eliminaron 

los precios de garantía, la construcción de infraestructura productiva y de 

servicios como el acopio, almacenamiento, industria transformadora, así 

como presas, canales de riego, bodegas, caminos, puentes, refinerías de 

petróleo, y fertilizantes, vías férreas, redes eléctricas y telefónicas, entre 

otras. 

12. Que la legislación neoliberal secundaria, basada en las modificaciones de la 

Constitución en su artículo 27 y el marco legal secundario que de él deriva 

(leyes de: Agraria, de Aguas Nacionales, de Minería, del Medio Ambiente y 

Recursos Naturales, de Crédito Rural; de Seguros Agropecuarios, de 

Energía Eléctrica, de Petróleo y Gas) protege principalmente la privatización 

y la libre explotación de las tierras y recursos, colocando el interés económico 

por encima de los derechos humanos, de la biodiversidad y de la tierra y de 

las aguas. Provocando la deforestación de millones de hectáreas del territorio 

nacional, la producción de alimentos contaminados con glifosato y semillas 

transgénicas, la contaminación y erosión de las semillas nativas, la 

contaminación de suelos, del agua y mantos freáticos subterráneos, 

favoreciendo la alteración de los equilibrios naturales, la desertización de los 

territorios, el calentamiento global, que afectan la existencia de la vida animal, 

vegetal y humana.  
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13. Que las modificaciones neoliberales al 27 de la Constitución, que entre otros 

derogó los mandatos de las fracciones X al XIV, el segundo párrafo del XV, 

y la fracción XVI, favoreciendo la privatización y el acaparamiento de tierras, 

aguas y bienes del subsuelo, y con ello el surgimiento de nuevos latifundios 

simulados, que al amparo de supuestas sociedades, cuyos socios no 

conocen las tierras de las cuales son dueños, sirven para amparar a nuevos 

terratenientes, motivos que contribuyeron a generar migración, desigualdad 

social, explotación, discriminación, miseria, abuso, injusticia. Elementos 

causales de la lucha armada en 1910-1917. 

14. Que derivado del despojo y la concentración de tierra en pocas manos que 

no tienen capacidad de trabajar las tierras y aguas que poseen, disponen de 

la mano de obra de miles de jornaleros y obreros agrícolas y sus familias, 

que laboran día a día, a cambio de míseros salarios, todo el año para trabajar 

la tierra que acumuladas, sumando una clase asalariada rural integrada por 

obreros, jornaleros, técnicos, operadores, administradores y profesionistas 

agrícolas, desprovistos en su mayoría de derechos laborales y sociales, sin 

derechos sindicales al servicio de los nuevos patrones. 

15. Que los pueblos indígenas y campesinos de México, somos los creadores, 

herederos y guardianes de las culturas milenarias que nos dan identidad 

nacional e internacional por sus lenguas maternas, su vestimenta, sus 

creencias, sus conocimientos, sus vestigios arquitectónicos, construcciones, 

monumentos arquitectónicos, albarradas, cerámicas, estatuillas, utensilios, 

herramientas, semillas y especies originarias del territorio nacional, 

osamentas, diseños y tejidos de ropa, conocimientos ancestrales, idiomas, 

escrituras, códices, pinturas, esquelas, murales, manuscritos, planos, 

mapas, sistemas numéricos, astronómicos, centros ceremoniales, 

ceremonias, música, danzas, cantos, instrumentos musicales, el arte en 
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todas sus manifestaciones de los pueblos originarios que habitaron el 

territorio nacional y prácticas ancestrales. 

16. Que los indígenas, campesinos y afromexicanos hemos los sido promotores 

y firmes defensores de la nación y el territorio, en la independencia, reforma, 

y revolución mexicana, luchando por la democracia y por la soberanía 

nacional 

17. Que los indígenas y campesinos, junto con pescadores, obreros mineros y 

petroleros son el soporte fundamental de la economía primaria nacional, los 

que extraen o producen las materias primas que alimentan la industria y el 

mercado, los que alimentan al pueblo y favorecen la obtención de 

subproductos que generan ganancias extraordinarias, cuyos excedentes 

alimentan el sistema financiero. 

18. Los elementos vertidos en este Apartado A, sustentan las adiciones y 

reformas contenidas en el Apartado K Contenido de la Iniciativa. 

 

B. Los Derechos de los Pueblos indígenas en el artículo 27 

constitucional 

 

1. En el año de 1992, en ocasión de los 500 años de la llegada de los 

colonizadores a tierra americanas, dio inicio un periodo de reconocimiento de 

los derechos de los pueblos indígenas en América Latina y el mundo. En 

nuestro país, el 28 de enero de 1992, se publicó en el Diario Oficial de la 

Federación (DOF), la primera reforma a la Constitución Mexicana relativa a 

los pueblos indígenas, haciendo una adición al artículo 4o. en los siguientes 

términos: 
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“La nación mexicana tiene una composición pluricultural sustentada 

originalmente en sus pueblos indígenas. La ley protegerá y promoverá 

el desarrollo de sus lenguas, culturas, usos, costumbres, recursos y 

formas específicas de organización social, y garantizará a sus 

integrantes el efectivo acceso a la jurisdicción del Estado. En los 

juicios y procedimientos agrarios en que aquellos sean parte, se 

tomarán en cuenta sus prácticas y costumbres jurídicas en los 

términos que establezca la ley.”  

 

2. También en ese mismo año se adicionó el segundo párrafo a la fracción VII, 

del artículo 27 de la Constitución, en los siguientes términos: 

 

“La ley protegerá la integridad de las tierras de los grupos indígenas.”  

 

3. Esta norma, al usar el concepto de “grupos indígenas”, mostraba su 

incoherencia con relación a la categoría de pueblos indígenas estipulada en 

el artículo 4o. antes referido. 

 

4. El 1 de enero de 1994, marcaría el inicio de una nueva etapa en la vida 

nacional con el levantamiento del Ejército Zapatista de Liberación Nacional 

(EZLN) en el Estado de Chiapas. Después del doloroso enfrentamiento que 

costó vidas humanas, vino un proceso de diálogo entre el Gobierno Federal 

y el EZLN que tuvo como uno de sus resultados más importantes: la firma de 

los Acuerdos de San Andrés sobre “Derechos y Cultura Indígena” el día 16 

de febrero de 2016, en el municipio Tzotzil de San Andrés Larráinzar, 

Chiapas.  
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5. Después de un amplio proceso de debates y movilizaciones, se realizó en el 

año 2001, la reforma al artículo 2o. de la Constitución Federal que, si bien 

reconoció un conjunto de derechos individuales y colectivos de los pueblos 

indígenas, no atendió debidamente sus demandas y reivindicaciones 

históricas, en particular, a lo contenido en la iniciativa de reformas 

constitucionales de la COCOPA y los Acuerdos de San Andrés. 

 

6. Lo anterior se afirma, considerando que, si bien el texto de esta reforma 

reconoció el derecho de la libre determinación y como una expresión de ésta 

a la autonomía, lo cierto es que no se establecieron las bases, los principios 

y mecanismos para su ejercicio efectivo, cuestión que terminó delegándose 

a las constituciones y leyes de las entidades federativas. También se limitó 

el reconocimiento de los pueblos y comunidades indígenas como “sujetos de 

interés público”, cuando se había acordado que este reconocimiento sería 

con el carácter de “sujetos de derecho público”. Todo ello con el claro 

propósito de menoscabar sus derechos colectivos y sobre todo de limitar su 

efectivo ejercicio, pues consideran a los pueblos y comunidades indígenas 

como objetos o en el mejor de los casos como sujetos pasivos de las políticas 

y acciones públicas.   

 

7. Estas limitaciones fueron impuestas en otras temáticas como es el caso de 

las reivindicaciones relacionadas con sus tierras, territorios y recursos 

naturales, en las que se establecieron normas que dan preferencia a “los 

derechos adquiridos por terceros”, por encima de los derechos históricos de 

los pueblos y comunidades indígenas. Es decir, en vez de reconocer sus 

derechos colectivos para hacer justicia a los pueblos indígenas, se les 

impuso un conjunto de limitaciones y restricciones normativas, que han 
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profundizado las injusticias y el despojo que han vivido dichos pueblos en las 

últimas décadas. 

 

8. Más recientemente destaca la reforma al artículo 1o. Constitucional, del 10 

de junio de 2011, en la que se reconoce a los derechos humanos como el 

sustento fundamental de la actuación estatal, a la luz de los diversos tratados 

internacionales en la materia. En este sentido, se deben establecer las bases 

de aplicación de los instrumentos internacionales a que se refiere el artículo 

1o. Constitucional, cuyo cumplimiento es de observancia obligatoria para el 

Estado mexicano. 

 

9. En el contexto internacional, resulta importante señalar que, como organismo 

especializado de la ONU, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) el 

Convenio Núm. 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 

Independientes (Convenio 169 de la OIT), adoptado en 1989 y vigente en 

nuestro país desde el 5 de septiembre de 1991, con un enfoque basado en 

el respeto de las culturas y los estilos de vida de los pueblos indígenas y 

tribales, y de su derecho a definir sus propias prioridades para el desarrollo, 

aunque con autolimitaciones con relación al derecho internacional. 

 

10. Por otro lado, el 13 de septiembre de 2007, al cabo de un largo y complejo 

camino lleno de vicisitudes y negociaciones, la Declaración de Naciones 

Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (DNUDPI) fue adoptada 

por la Asamblea General de la ONU.  

 

11. La DNUDPI es el principal instrumento jurídico internacional que contiene los 

principios y normas que garantizan los derechos de los pueblos indígenas en 
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todo el mundo y que abarca una amplia gama de derechos civiles, políticos, 

económicos, sociales, culturales y ambientales; reconociendo los derechos 

de los pueblos indígenas como inherentes.  

 

12. La DNUDPI reconoce a los pueblos indígenas como un sujeto de derecho en 

el sistema jurídico internacional, y tal como está establecido en los artículos 

1 tanto del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, como del 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 

reconoce de manera específica el derecho de libre determinación en los 

siguientes términos: 

 

“Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En 

virtud de ese derecho determinan libremente su condición política y 

persiguen libremente su desarrollo económico, social y cultural.” 

 

13. En consecuencia, la libre determinación es el derecho fundamental y la 

piedra angular a partir del cual se sustentan el conjunto de los derechos 

indígenas reconocidos en el sistema jurídico internacional, y base para que 

los Estados parte de la ONU reconozcan los derechos de los pueblos 

indígenas en sus Constituciones y leyes correspondientes. 

14. Por su parte, en el marco del 46° Período Ordinario de Sesiones de la 

Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA), el 

15 de junio de 2016, la Declaración Americana sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas (DADIN) fue aprobada.  

15. La DADIN es una contribución importante al desarrollo de estándares 

internacionales adoptados con miras a proteger y garantizar los derechos de 

los pueblos indígenas de los países del Continente Americano 
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16. De esta manera, en el ámbito internacional, el Convenio 169 de la OIT, la 

DNUDPI, y la DADIN, constituyen los instrumentos básicos de derechos 

humanos que contienen los estándares mínimos relativos a los pueblos 

indígenas, dado que reconocen y desarrollan un conjunto de derechos 

específicos que deben gozar los mismos, en el contexto de los Estados.  

17. Otros instrumentos jurídicos internacionales que se toman en consideración 

en la presente Iniciativa y que están vigentes en el Estado mexicano, son: los 

Pactos Internacionales de Derechos Civiles y Políticos, y de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales, que reconocen en su artículo 1.1 el 

derecho de libre determinación de los pueblos, en virtud del cual “establecen 

libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo 

económico, social y cultural”; 

18. Igualmente, el Convenio sobre la Diversidad Biológica (CDB), mandata en su 

artículo 8, inciso j), que “los Estados parte deben promover la conservación 

de la biodiversidad in situ, preservando los conocimientos, las innovaciones 

y las prácticas de las comunidades indígenas, promoviendo su aplicación 

más amplia, con la aprobación y la participación de quienes posean esos 

conocimientos, innovaciones y prácticas”; 

19. Los avances normativos sobre derechos indígenas descritos son el resultado 

de la histórica resistencia y de las múltiples movilizaciones realizadas por los 

pueblos indígenas a escala estatal, nacional e internacional, por la 

reivindicación de sus derechos fundamentales y legítimas aspiraciones de 

vida en el marco del fortalecimiento de las sociedades democráticas y los 

procesos de descolonización en el mundo. En tal virtud, todos estos 

instrumentos jurídicos de alcance local, nacional e internacional deben tener 

una expresión concreta y específica en nuestro país; 
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20. El propósito fundamental de esta iniciativa de reforma constitucional es 

devolver la propiedad social de las tierras nacionales reconocidas por 

la Constitución de 1917, a la luz de la evolución del derecho internacional 

en materia de derechos humanos y en particular de los derechos de los 

Pueblos Indígenas, así como del contexto internacional de crisis climática, de 

pérdida de biodiversidad, crisis hídrica, desertificación, acaparamiento de 

tierras y territorios, etc. 

21. Por lo anterior, para una propuesta de reforma al artículo 27 de la CPEUM 

es necesario tener presente lo que estos instrumentos jurídicos establecen a 

efecto de garantizar los derechos de los Pueblos Indígenas de manera 

adecuada. Además, se deben tener presentes las recomendaciones que el 

Relator Especial sobre la situación de los Derechos Humanos y Libertades 

Fundamentales de los Indígenas de la Organización de las Naciones Unidas 

(ONU), Dr. Rodolfo Stavenhagen, en ocasión de su Misión Oficial a México 

(2003): 

22. “El Relator Especial recomienda al Congreso de la Unión reabrir el debate 

sobre la reforma constitucional en materia indígena con el objeto de 

establecer claramente todos los derechos fundamentales de los pueblos 

indígenas de acuerdo a la legislación internacional vigente y con apego a los 

principios firmados en los Acuerdos de San Andrés.” 

23. Esta recomendación fue reiterada por la Relatora Especial sobre los 

Derechos de los Pueblos Indígenas, Sra. Victoria Tauli-Corpuz (2014-2020), 

en su visita oficial a México en noviembre de 2017, con el propósito de 

armonizar nuestra legislación nacional a los avances que se han dado en el 

régimen jurídico internacional, particularmente con la adopción de la 

Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 

Indígenas adoptada por la Asamblea General de la ONU en el año 2007.   
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24. En este sentido, es importante considerar que el Gobierno de México llevó a 

cabo un amplio proceso de diálogo y consulta a los 68 pueblos indígenas y 

al pueblo afromexicano, dando cumplimiento a las normas internacionales 

que establecen el deber del Estado de consultar a dichos pueblos, mediante 

procedimientos apropiados y, en particular, a través de sus instituciones 

representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o 

administrativas susceptibles de afectarles directamente.  

25. En este marco, durante los meses de junio y julio del año 2019, se realizaron 

52 Foros en regiones indígenas de 27 entidades federativas, 1 Foro 

específico para el pueblo afromexicano (Copala, Guerrero) y 1 Foro con 

migrantes indígenas en los Estados Unidos de América (Los Ángeles, 

California); asimismo se realizó una Mesa de Trabajo en Villa Hidalgo 

Yalalag, Oaxaca y 2 Asambleas Consultivas, en Monterrey, Nuevo León y 

Las Margaritas, Chiapas. En todo este proceso se contó con la participación 

de más de 27,000 personas, entre ellas, 14,349 autoridades indígenas. Es 

importante resaltar que 9,618 personas participantes fueron mujeres, lo que 

equivale al 35.6%. Uno de los temas abordados durante ese proceso de 

consulta fue el de “Tierras, territorios, recursos, biodiversidad y medio 

ambiente de los pueblos indígenas”. 

26. El Derecho al Territorio ha sido ampliamente analizado por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) y distintos mecanismos 

del Sistema Interamericano y del Sistema de las Naciones Unidas, en donde 

se ha establecido que se trata de un derecho de los pueblos indígenas a la 

luz del artículo 21 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 

reviste características especiales, en tanto el derecho de propiedad se ejerce 

en forma colectiva y no requiere de un título formal para acreditarlo frente al 

Estado. Así, por ejemplo: 
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27. La Corte IDH, al resolver el caso de la Comunidad Indígena Sawhoyamaxa 

Vs. Paraguay, el 29 de marzo de 2006, señaló: “que la estrecha vinculación 

de los integrantes de los pueblos indígenas con sus tierras tradicionales y los 

recursos naturales ligados a su cultura que ahí se encuentren, así como los 

elementos incorporales que se desprendan de ellos, deben ser 

salvaguardados por el artículo 21 de la Convención Americana. La cultura de 

los miembros de las comunidades indígenas corresponde a una forma de 

vida particular de ser, ver y actuar en el mundo, constituido a partir de su 

estrecha relación con sus tierras tradicionales y recursos naturales, no sólo 

por ser estos su principal medio de subsistencia, sino además porque 

constituyen un elemento integrante de su cosmovisión, religiosidad y, por 

ende, de su identidad cultural” (Sentencia del Caso Comunidad Indígena 

Sawhoyamaxa Vs. Paraguay, disponible en línea: 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_146_esp2.pdf. 

(párrafo 118) 

28. La propia Corte IDH en la sentencia dictada el 28 de noviembre de 2007 del 

Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, al describir los alcances del derecho 

a la propiedad comunal conforme al artículo 21 de la Convenio Americana, 

en el párrafo 89, alude al Caso Mayagna en el que sostuvo que “el artículo 

21 de la Convención protege el derecho a la propiedad en un sentido que 

comprende, entre otros, los derechos de los miembros de las comunidades 

indígenas en el marco de la propiedad comunal”. (Sentencia del Caso del 

Pueblo Saramaka vs. Surinam: 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_172_esp.pdf.)  

29. Asimismo, en el párrafo 91, expone que conforme al artículo 21 de la 

Convención, “los Estados deben respetar la especial relación que los 

miembros de los pueblos indígenas y tribales tienen con su territorio a modo 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_172_esp.pdf
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de garantizar su supervivencia social, cultural y económica. Dicha protección 

de la propiedad en los términos del artículo 21 de la Convención, leído en 

conjunto con los artículos 1.1 y 2 de dicho instrumento, le asigna a los 

Estados la obligación positiva de adoptar medidas especiales para garantizar 

a los integrantes de los pueblos indígenas y tribales el ejercicio pleno e 

igualitario del derecho a los territorios que han usadoy ocupado 

tradicionalmente.” (Sentencia del Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam: 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_172_esp.pdf  

30. Por lo anterior, es preciso señalar que la tierra, el territorio y los recursos 

naturales, constituyen elementos fundamentales de los pueblos indígenas de 

México; constituyen el sustento de su vida cotidiana y dan base a su 

existencia misma. Con la tierra establecen una relación no sólo material, sino 

espiritual, misma que determina su identidad. Por esta razón, los problemas 

sobre la propiedad, uso, disfrute, delimitación y toma de decisión sobre las 

tierras, territorios y recursos naturales constituyen temas trascendentes pues 

no sólo afectan el presente de los pueblos, sino pueden comprometer su 

futuro. 

31. La preexistencia de los pueblos y comunidades indígenas a la conformación 

del Estado mexicano, ha sido considerado como un elemento esencial para 

establecer a su favor el derecho al territorio, pues ninguna legislación puede 

negar que ha existido un sistemático despojo de sus tierras desde la época 

colonial, particularmente en el siglo XIX y más recientemente durante el 

periodo neoliberal; de tal forma, que una noción de integridad territorial y el 

reconocimiento de la relación especial de los pueblos con sus tierras y 

territorios, son la base para que accedan a una verdadera justicia social y de 

esta forma atender la deuda histórica que el Estado mexicano tiene con ellos. 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_172_esp.pdf


 
 

17 
Av. Congreso de la Unión, 66, Col. El Parque; Alcaldía Venustiano Carranza; 

C.P. 15960; Ciudad de México, 50360000; extensión 61273 y 61274 

32. Con posterioridad a la Revolución mexicana, se reconoció y tituló a los 

pueblos sus tierras comunales, mediante Resoluciones Presidenciales 

expedidas por el Titular del Poder Ejecutivo; no obstante, hoy día estos 

documentos de propiedad han mostrado limitaciones pues, pues amparados 

en la reforma neoliberal de 1992 al artículo 27 de la CPEUM, en los periodos 

neoliberales particularmente  de Calderón y Peña Nieto, se han otorgado 

concesiones y permisos para el aprovechamiento de los recursos naturales 

y minerales sin tomar en cuenta a los pueblos y las comunidades indígenas, 

estableciendo prácticamente un proceso de despojo de sus tierras y recursos 

y bienes naturales, generando conflictos que, en muchos casos, han 

derivado en violaciones graves a los derechos humanos de defensores 

comunitarios. 

33. En estas condiciones, se ha configurado una tensión normativa entre el 

derecho de propiedad regulado por el artículo 27 de la Constitución Federal, 

en virtud del cual, la Nación es propietaria del territorio y, el derecho al 

territorio establecido en el artículo 13 del Convenio 169 de la OIT, conforme 

al cual, el derecho a la tierra debe entenderse como derecho al territorio, lo 

que incluye la totalidad del hábitat que los pueblos utilizan u ocupan de 

alguna manera.  

34. El artículo 13 del Convenio 169 de la OIT establece que por territorio indígena 

se ha de entender “la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos 

interesados ocupan o utilizan de alguna otra manera”; asimismo, que los 

gobiernos deberán respetar la importancia especial que para las culturas y 

valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las 

tierras o territorios, o con ambos, según los casos, que ocupan o utilizan de 

alguna otra manera, y en particular los aspectos colectivos de esa relación. 

El artículo 14 establece que se deben reconocer a los Pueblos Indígenas “el 
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derecho de propiedad y de posesión sobre las tierras que tradicionalmente 

ocupan”. Igualmente dispone que, “[l]os gobiernos deberán tomar las 

medidas que sean necesarias para determinar las tierras que los pueblos 

interesados ocupan tradicionalmente y garantizar la protección efectiva de 

sus derechos de propiedad y posesión”. 

35. A su vez, el artículo 15 de dicho Convenio establece que los recursos 

naturales que existan en sus tierras deben protegerse especialmente con el 

derecho de los Pueblos Indígenas para participar en la utilización 

administración y conservación de los mismos; además establece que “[e]n 

caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los 

recursos del subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en 

las tierras, los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con 

miras a consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los 

intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de 

emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación de 

los recursos existentes en sus tierras”. 

36. Por otro lado, conforme a los artículos 25, 26, 27 y 29 de la DNUDPI, los 

Pueblos Indígenas tienen derecho a poseer, utilizar, resguardar y controlar 

sus tierras, territorios y recursos o bienes naturales; así como a conservar y 

proteger la integridad del medio ambiente, la biodiversidad y la capacidad 

productiva de dichas tierras y territorios. 

37. En virtud de todo lo anterior, en primer lugar, esta iniciativa se propone 

adicionar al párrafo primero del artículo 27 la visión social de la propiedad de 

las tierras y territorios, por lo cual se agregan los términos “ejidos, comunidad, 

Pueblos Indígenas”. 

38. En segundo lugar, se propone incluir el concepto “bienes naturales” para 

enfatizar la visión de los Pueblos Indígenas respecto del término “recursos 
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naturales”, en el sentido que los bienes naturales pertenecen y responden al 

interés y a las necesidades de todos y cada uno de los integrantes de la 

colectividad, cuestionando la visión utilitarista de los bienes de la naturaleza 

como mercancía, como “recursos” para actividades económicas susceptibles 

de apropiación y explotación privada, revalorándose en cambio, los servicios 

ambientales que dichos bienes generan, considerados y defendidos como 

ajenos, e incluso opuestos, a la lógica del mercado. 

39. En tercer lugar, esta iniciativa se propone adicionar un párrafo segundo a la 

fracción VII del párrafo décimo del artículo 27 Constitucional, para establecer 

el reconocimiento de la relación especial que los pueblos y las comunidades 

indígenas tienen con sus tierras, territorios y recursos o bienes naturales; por 

lo que, se le reconoce el derecho a la propiedad de sus tierras, territorios y 

recursos o bienes naturales. En el mismo sentido, se propone modificar el 

párrafo segundo de la fracción VII citada, para convertirse en el párrafo 

tercero, donde se establece que la ley protegerá la integridad de dichas 

tierras, territorios y recursos o bienes naturales. 

40. Finalmente, esta iniciativa se propone modifica la fracción XX del párrafo 

décimo del artículo 27 Constitucional, para establecer el deber del Estado de 

promover el desarrollo rural integral con perspectiva de protección de 

derechos de los Pueblos Indígenas, impulso de la agroecología para lograr 

la soberanía alimentaria con producción de alimentos libre de organismos 

genéticamente modificados y agroquímicos tóxicos.  

41. Propuesta de definición conceptual de los conceptos comunidad y Pueblos 

Indígenas: 

42. Pueblos indígenas: son aquellos que descienden de poblaciones que 

habitaban en el territorio actual del país al iniciarse la colonización y que 



 
 

20 
Av. Congreso de la Unión, 66, Col. El Parque; Alcaldía Venustiano Carranza; 

C.P. 15960; Ciudad de México, 50360000; extensión 61273 y 61274 

conservan sus propias instituciones sociales, económicas, culturales, 

jurídicas y políticas, o parte de ellas. 

43. Comunidades indígenas: son aquellas que integran un pueblo indígena y 

forman una unidad social, política, económica y cultural, asentadas en un 

territorio y reconocen autoridades propias de acuerdo con sus Sistemas 

Normativos Indígenas. 

44. Comunidad conforme la redacción de la forma de tenencia de la tierra, lo 

establece el Artículo 98 de la Ley Agraria: 

 

45.    Artículo 98.- El reconocimiento como comunidad a los núcleos agrarios 

deriva de los siguientes procedimientos: 

I. Una acción agraria de restitución para las comunidades 

despojadas de su propiedad; 

II. Un acto de jurisdicción voluntaria promovido por quienes 

guardan el estado comunal cuando no exista litigio en materia 

de posesión y propiedad comunal;  

III. La resolución de un juicio promovido por quienes conserven el 

estado comunal cuando exista litigio u oposición de parte 

interesada respecto a la solicitud del núcleo; o  

IV. El procedimiento de conversión de ejido a comunidad. De estos 

procedimientos se derivará el registro correspondiente en los 

registros Públicos de la Propiedad y Agrario Nacional. 

46. Con los elementos propuestos del apartado B, el texto de reforma quedaría 

en los términos establecidos en el apartado K Contenido de la Iniciativa. 

 

C. Los antecedentes históricos de la revolución mexicana de carácter 

agrario y social 
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1. Durante el largo periodo del régimen dictatorial de Porfirio Díaz, se 

entregaron las tierras, mares, aguas, bosques, minas, petróleo, fauna y 

vegetación pertenecientes originariamente a la nación mexicana y de sus 

pueblos originarios, a unas pocas familias de los grandes terratenientes, 

latifundistas y hacendados de origen extranjero, que redujeron a la población 

mexicana a una vida basada en la explotación inmisericorde, una vida de 

precariedad, sin derecho a remuneración justa, sin derecho a la educación, 

a la salud, a la vivienda digna, ni la posibilidad de tener un trabajo decente 

con goce de los derechos laborales, las y los campesinos de México 

decidieron luchas por la tierra, decidieron tomaron en sus manos las armas 

para unirse al movimiento villista, zapatista y maderista de la revolución social 

y agraria de 1910 a 1917 para recuperar sus territorios, su historia, su 

derecho inalienable a una vida digna, y en especial para recuperar el derecho 

a la tierra y a sus frutos, bajo los lemas: ¡Tierra y Libertad y La Tierra es de 

Quien la Trabaja.!, ahora decimos: ¡Zapata Vive, la lucha sigue y sigue¡ 

2. En el periodo de 1910 a 1917, la clase social campesina de México decidió 

iniciar su lucha por la tierra, a tomar las armas y enfrentar a la clase 

terrateniente, quitarse de encima el yugo y la imposición de condiciones de 

vida indignas y de oprobio a las familias mexicanas, condiciones impuestas 

por las prácticas neocoloniales de las potencias extranjeras del siglo XIX y 

XX.  

3. Las y los campesinos de México reclamaron justicia y lucharon a costa de la 

vida misma, reclamaron la devolución de los bienes patrimoniales y la 

propiedad originaria de la madre tierra a manos del pueblo de México y en 

especial de las familias y pueblos de la clase campesina. 

 

D. Justicia y reforma agraria post revolucionaria 
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1. los gobiernos emanados de la revolución mexicana iniciaron un largo periodo 

de entrega y restitución de tierras a los pueblos indígenas originarios de todo 

el país, mismos que habían sido despojados y recluidos en los territorios del 

despojo. 

2. Iniciaron los procesos de identificación, medición y redistribución de los 

grandes latifundios, dando inicio el reparto agrario, a través de actos de 

dotación de tierras a las familias de la clase campesina, sustentado en la 

entrega de la cantidad suficiente de tierra y agua para realizar la producción 

de alimentos necesaria para sostener la vida de las familias y las 

comunidades campesinas. 

3. La clase campesina de México inició así la recuperación de sus derechos 

sobre la tierra, aguas, montes, bosques, minerales, flora, fauna, en suma, 

sobre la biodiversidad de la nación mexicana. 

4. Los principios del agrarismo mexicano fueron elevados al más alto rango 

legal en el artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos (CPEUM), reestableciendo a la nación como la única e indivisible 

propietaria del territorio de la nación. Consagrando a la propiedad social 

como inembargable, inalienable e imprescriptible. 

 

E. La contrarreforma neoliberal salinista rompe el Pacto Social estado-

campesino de 1917. 

1. Desde su promulgación en 1917 a la actualidad, el artículo 27 Constitucional 

ha sufrido 20 reformas, siendo la propuesta salinista del 6 de enero de 1992, 

una verdadera contrarreforma agraria, una traición artera a la clase 

campesina, que reformó el párrafo tercero, y las fracciones IV, VI, primer 

párrafo; VII, XV y XVII, adicionado los párrafos segundo y tercero de la 

fracción XIX; y derogadas las fracciones X a XIV y XVI. 
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2. La contrarreforma salinista fue contraria a los mandatos y a los intereses de 

la clase campesina y de los mexicanos en general, vulneró el Pacto Social 

Estado-Campesino, ya que permite a partir de su aprobación, que las 

sociedades mercantiles por acciones sean propietarias de terrenos rústicos, 

es decir su privatización.  

3. La contrarreforma salinista de 1992 acabó con el carácter inalienable, 

inembargable, e imprescriptible que caracterizaba a la propiedad social de 

las tierras de ejidos y comunidades, y con el fuerte carácter societario. La 

tierra del ejido era propiedad del ejido, no era propiedad de alguien en 

especial. La contrarreforma salinista al 27 permitió la privatización e 

individualización. 

 

F. La modernización del campo, los tratados comerciales y el ajuste 

estructural que limitan el desarrollo de México de los ochentas y 

noventas. 

1. En 1986 México ingresó al Acuerdo General de Tarifas y Aranceles (GATT), 

participando formalmente en sus asambleas, con derecho de voz y voto. Un 

importante antecedente, que más tarde sirvió para garantizar el ingreso de 

México a la Organización Mundial de Comercio (OMC) en 1995. Así como 

para lograr la firma del Tratado de Libre Comercio de América del Norte 

(TLCAN) de fecha 17 de diciembre de 1992, y su entrada en vigor a partir del 

1 de enero de 1994. 

2. Durante el periodo neoliberal del salinismo se ejecutaron las llamadas 

medidas del Ajuste Estructural, que no es otra cosa, que la reducción, 

recorte, disminución y cierre de instituciones, cancelación de programas y 

presupuestos públicos federales dedicados a la producción, 
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almacenamiento, transformación, distribución y consumo, de alimentos 

necesarios para el pueblo de México. 

3. El Ajuste Estructural del salinismo consistió en la privatización de todos los 

servicios y sistemas públicos de apoyo a la producción primaria de alimentos, 

a la destrucción y liquidación de todas las empresas públicas nacionales 

dedicadas a la producción de insumos básicos para la producción primaria, 

como las semillas, fertilizantes, empaques, envases, así como las que 

fabricaban maquinarias y equipos de uso agrícola o ganadero; así como los 

sistemas de infraestructura de acopio de cosechas, beneficio, 

transformación, almacenamiento y distribución hacia los consumidores. 

4. El autodenominado proyecto modernizador del campo mexicano, 

implementado y proclamado a los cuatro vientos, por los corifeos del 

neoliberalismo salinista, resultó ser el mayor de los despojos que ha 

sufrido la clase campesina de México y el pueblo mexicano. 

 

G. La nueva institucionalidad neoliberal para el campo mexicano. 

1. Que en el periodo salinista y posterior a la reforma del 27 constitucional se 

decretaron la Ley Agraria del 26 de febrero de 1992, derogando la Ley 

Federal de Reforma Agraria; la Ley General de Crédito Rural; la Ley de 

Terrenos Baldíos, Nacionales y Demasías; y la Ley de Seguro Agropecuario 

y de Vida Campesino; se derogó también la Ley de Fomento Agropecuario. 

Así mismo, la contrarreforma otorgó a las Colonias Agrícolas y Ganaderas la 

posibilidad de adquirir el dominio pleno de sus tierras, es decir, su 

privatización. 

2. El neoliberalismo salinista también impulsó una nueva Ley de Aguas 

Nacionales del primero de diciembre de 1992, iniciando una época en la que 

los derechos de agua, se hicieron objetos comercializables, provocando una 
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gran concentración de las concesiones del agua a las grandes empresas 

refresqueras, cerveceras y mineras internacionales. 

3. En diciembre del 2001 se aprobó la Ley de Desarrollo Rural Sustentable que 

prevé 6 sistemas y nueve servicios nacionales, así como el Programa 

Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable, instrumentos que 

no han aportado evidencia sólida de haber contribuido al logro de la 

seguridad y la soberanía alimentaria de los mexicanos, y que a pesar de 

considerar consejos de participación ciudadana municipales, estatales y 

nacional, no se logró consolidar procesos organizativos de la producción 

primaria nacional en las diversas regiones y estados del país, en favor de la 

producción de alimentos, de alimentación y la salud de los mexicanos, y de 

la preservación de los recursos naturales patrimonio de todo el pueblo de 

México. 

 

H. Los resultados y efectos del proyecto de modernización del campo 

mexicano 

1. La suscripción del TLCAN representó la apertura de la economía mexicana 

a los flujos de capital global al campo mexicano, junto con la aparición y 

desarrollo de un conjunto de megaempresas de la agricultura empresarial 

que se fundamenta en la explotación irracional de suelo, agua, y del uso 

desmedido de agrotóxicos que contaminan los mantos freáticos y acuíferos, 

y acaban con todas las formas de vida de los suelos, impactando muy 

negativamente su índices de fertilidad y por lo tanto la capacidad productiva 

de alimentos sanos y nutritivos para los mexicanos. 

2. El 30 de noviembre del 2018, en el marco de la Cumbre del G20 en Buenos 

Aires, Argentina, se firmó el Tratado México Estados Unidos y Canadá (T-

MEC) que también incluye un capítulo agropecuario que limita el desarrollo 
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armónico de la agricultura y la sociedad rural de México, debido a las grandes 

asimetrías entre los tres países. Con un Farm Bill3 de 4 billones de pesos. 

3. Las y los campesinos, indígenas y afrodescendientes que vivimos en las 

zonas rurales de México manifestamos nuestra exigencia pública al gobierno 

federal, al H. Congreso de la Unión, así como a los gobernadores 

constitucionales y congresos estatales, y a los movimientos sociales del 

pueblo de México, a promover y apoyar junto a nosotros, la Clase Campesina 

de México, representada en esta conferencia, a través de diversas y múltiples 

organizaciones de familias campesinas, campesinos, indígenas, pueblos y 

comunidades afrodescendientes, para llevar a cabo una reforma 

constitucional que reestablezca el Pacto Social del 1917 contenido en 

la redacción original de su artículo 27 para recuperar su sentido de justicia 

social y su redacción original de 1917. 

4. Así mismo, exigimos a las autoridades del gobierno mexicano, cancelar de 

una vez por todas, el capítulo agropecuario del TLCAN y del TMEC que ha 

sido y es un verdadero lastre para el desarrollo de la clase campesina de 

México y su desarrollo territorial, armónico y sustentable como lo expresa 

nuestra constitución. 

 

I. Reformas constitucionales del presidente AMLO 

1. La clase campesina celebra que el día 5 de febrero del 2024 el señor 

Presidente de la República, el Lic. Andrés Manuel López Obrador, presentó 

un paquete de iniciativas de reformas constitucionales y administrativas de 

gran calado. Vemos con interés especial su iniciativa de modificación 

                                            
3 El Farm Bill del gobierno de EE.UU., apoya a sus agricultores y consumidores con 238 mil millones de dólares (4 
billones de pesos). Sus cereales se producen con semillas transgénicas y sustancias altamente nocivas para la salud 
de los suelos y de las personas. 
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constitucional a los artículos 4, párrafos tercero, quinto y sexto; que declaran 

a México un país libre de maíz transgénicos y con garantías de acceso al 

derecho al agua para la población mexicana.  

2. Esta iniciativa de reforma también prevé modificaciones al artículo 27, 

párrafos sexto y séptimo, fracción XX, párrafo primero y se adiciona un 

párrafo octavo, recorriendo en su orden los subsiguientes al artículo 27, es 

para regular el acceso de los particulares a las concesiones, dando la 

posibilidad de cancelar aquellas que no observen las clausulas y 

compromisos. Así mismo en la fracción XX se establece el fomento a la 

actividad agropecuaria y forestal libre de transgénicos, y contando con obras 

de infraestructura, insumos, créditos, servicios de capacitación y asistencia 

técnica. 

3. La Clase Campesina celebra los planteamientos del C. Presidente que 

nuevamente reitera su compromiso con el pueblo de México y con la Clase 

Campesina, que las elecciones federales del 2018 aportamos 8.5 millones 

de votos en distritos electorales rurales en favor de la transformación de 

México. 

4. La Clase Campesina, revolucionaria y comprometida con la justicia y la 

equidad en la distribución de ingreso y la riqueza entre todos los mexicanos, 

exponemos al pueblo de México, así como al C. Presidente AMLO, que la 

Clase Campesina también considera muy necesario reestablecer el Pacto 

Social Estado Campesino que impulsaron Francisco Villa, Emiliano Zapata, 

Francisco I. Madero, y en su oportunidad el Presidente Lázaro Cárdenas. Por 

ello queremos reestablecer los límites reales, actualizados y verdaderos a los 

tamaños de ejidos, comunidades, pequeña propiedad agropecuaria, 

cancelando y extinguiendo mediante la expropiación y el reparto agrario de 

los latifundios abiertos o disfrazados,  



 
 

28 
Av. Congreso de la Unión, 66, Col. El Parque; Alcaldía Venustiano Carranza; 

C.P. 15960; Ciudad de México, 50360000; extensión 61273 y 61274 

5. Se debe recuperar el carácter social, societario y de función social productiva 

de la tierra de vocación agropecuaria, para favorecer la producción suficiente 

de alimentos sanos, saludables y nutritivos que requiere el crecimiento del 

pueblo de México para los próximos tres siglos de desarrollo demográfico. 

6. Devolver a la clase campesina, a ejidos y comunidades, a la propiedad social 

de la tierra, el carácter inembargable, imprescriptible e inalienable, 

consagrado en el Pacto Estado Campesino, asegurando el acceso al uso y 

beneficio de todos los sistemas y servicios de soporte necesarios para la 

producción alimentaria para el pueblo de México. 

7. Implementar la política de estado que apertura mediante las leyes 

correspondientes a las políticas públicas que prevean los cambios 

sociodemográficos como son la emergencia prioritaria de las mujeres como 

jefas de familias y de unidades de producción, se debe prever el relevo de 

género y el relevo intergeneracional de las personas de las juventudes que 

pronto serán los productores calificados de alimentos sanos y nutritivos de 

México. 

8. Así como realizar un Atlas nacional de la salud de los suelos y tierras 

dedicadas a la producción agroalimentaria en México, siguiendo los 

principios de recuperar la salud y fertilidad de las tierras y suelos de México, 

para depender cada vez menos de insumos que son agrotóxicos y que su 

uso implica costos de divisas, y un enorme costo o déficit en materia 

ambiental. 

 

J. Razones que hacen necesario incorporar la biodiversidad al artículo 

27 

1. “La biodiversidad o diversidad biológica es la variedad de la vida. El concepto 

incluye varios niveles de la organización biológica. Abarca a la diversidad de 
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especies de plantas, animales, hongos y microorganismos que viven en un 

espacio determinado, a su variabilidad genética, a los ecosistemas de los 

cuales forman parte estas especies y a los paisajes o regiones en donde se 

ubican los ecosistemas. También incluye los procesos ecológicos y 

evolutivos que se dan a nivel de genes, especies, ecosistemas y paisajes”.4 

2. “La biodiversidad o diversidad biológica es la variedad de la vida y abarca 

varios niveles: genes, especies, ecosistemas, así como los procesos 

ecológicos y evolutivos que los generan y mantienen. En otras palabras, la 

biodiversidad abarca la diversidad de especies de plantas, animales, hongos 

y microorganismos que viven en un espacio determinado, las diferencias 

genéticas entre sus individuos y poblaciones, el cómo interactúan mediante 

procesos ecológicos y evolutivos que escalan al nivel de ecosistemas que 

subsecuentemente forman paisajes y regiones biogeográficas”.5 

3. Biodiversidad: La variabilidad de organismos vivos de cualquier fuente, 

incluidos, entre otros, los ecosistemas terrestres, marinos y otros 

ecosistemas acuáticos y los complejos ecológicos de los que forman parte; 

comprende la diversidad dentro de cada especie, entre las especies y de los 

ecosistemas; (Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 

Ambiente).6  

4. En virtud de las definiciones anteriores, el patrimonio ambiental de la Nación 

lo conforman los ecosistemas, especies y recursos genéticos, que se 

encuentren dentro del territorio nacional y su ámbito jurisdiccional, incluyendo 

la zona marítima contigua y la zona económica exclusiva. 

                                            
4 https://www.biodiversidad.gob.mx/biodiversidad/que_es 
5 https://ceiba.org.mx/biodiversidad/  
6 https://biblioteca.semarnat.gob.mx/janium/Documentos/Ciga/agenda/DOFsr/148.pdf  

https://www.biodiversidad.gob.mx/biodiversidad/que_es
https://ceiba.org.mx/biodiversidad/
https://biblioteca.semarnat.gob.mx/janium/Documentos/Ciga/agenda/DOFsr/148.pdf
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5. La base del problema que la Iniciativa resolverá. Consiste en la dinámica 

del desarrollo económico como prioridad en la evolución de las sociedades, 

nos ha conducido a un proceso de concentración de riqueza cada vez más 

amplio con respecto a la población menos favorecida por modelos que han 

privilegiado los beneficios para muy pocos. 

6. Precisamente uno de los segmentos sociales menos favorecidos, es el de la 

CLASE CAMPESINA, en nuestro país desde hace tres décadas, se 

construyó el andamiaje que provocó el despojo, el desaliento y abandono de 

las actividades agropecuarias que sostenían la soberanía alimentaria 

nacional. 

7. La firma de diversos tratados comerciales por parte de gobiernos neoliberales 

y entreguistas, como es el caso del TLCAN, favorecieron el ingreso de 

cosechas altamente subsidiadas desde Estados Unidos, lo que generó 

abandono del campo, marginación y miseria, y una creciente migración de la 

CLASE CAMPESINA a ese país. 

8. Fue de tal magnitud el agravio y el desprecio hacia los menos favorecidos 

que finalmente en el año de 2018, por la vía electoral se logró superar al 

régimen entreguista. Constituyendo la cuarta etapa de las grandes 

transformaciones en la vida nacional. 

9. Sin embargo, el texto constitucional vigente, las inercias del viejo aparato 

burocrático se han convertido en una secuela de freno y negación al cambio, 

que ya es mandato soberano sin lugar a dudas. 

10. En virtud de lo anterior, es indispensable armonizar el marco legal desde la 

ley suprema, a la voluntad soberana expresada en diversos procesos 

electorales, y al mismo tiempo, reincorporar el espíritu original del texto 

constitucional de 1917. Dar plena vigencia en el siglo XXI a las demandas y 

necesidades de la CLASE CAMPESINA. 
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11. El mandato popular mayoritario, manifestado por la sociedad mexicana en 

diversos procesos electorales a partir del año 2018 y en concordancia con 

los compromisos adquiridos con esta, las diputadas y diputados que 

impulsamos la transformación de la vida nacional, consideramos 

constitucionalmente viable y socialmente necesario incorporar a la 

biodiversidad como parte fundamental en la redacción del primer párrafo del 

Artículo 27 constitucional.  

12. Desde la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se debe 

reconocer a quienes han procurado y conservado la biodiversidad nacional 

durante siglos, nos referimos explícitamente a la CLASE CAMPESINA, 

integrada por CAMPESINOS, PUEBLOS ORIGINARIOS Y 

AFROMEXICANOS hijos de padre o madre mexicanos y nacidos en México, 

quienes en conjunto son los actuales propietarios del 50% de la PROPIEDAD 

ORIGINARIA DE LA NACIÓN.  

13. La CLASE CAMPESINA como sujeto histórico, ha preservado la soberanía 

de la biodiversidad del territorio y aguas nacionales, a partir de saberes 

ancestrales y de tradiciones culturales que se mantiene hasta nuestros días. 

Es prioritario reconocer desde el texto constitucional, el papel fundamental 

de quienes procuran en la realidad cotidiana, la sostenibilidad de la 

biodiversidad nacional.  

14. Entre otros argumentos que sustentan los conceptos del patrimonio 

biocultural de la Nación, “es el conocimiento y prácticas ecológicas locales, 

la riqueza biológica asociada (ecosistemas, especies y diversidad genética), 

la formación de rasgos de paisaje y paisajes culturales, así como la herencia, 

memoria y prácticas vivas de los ambientes manejados o construidos”.7 

                                            
7 Lindholm, K.J., and A. Ekbiom. 2019. A framework for exploring and managing biocultural heritage. 
Anthropocene. 25: 100195 en https://www.biodiversidad.gob.mx/diversidad/patrimonio-biocultural  

https://www.biodiversidad.gob.mx/diversidad/patrimonio-biocultural
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15. Una perspectiva sólo económica para desarrollar soluciones efectivas y 

realistas a la problemática referida, ha demostrado ser insuficiente y llenas 

de respuestas teóricas y mecanicistas. “Llegó la hora en que los estudiosos 

se ocupen de la especie humana que vive en sociedad y armonía dentro de 

un ambiente finito, reincorporando la naturaleza, pero no como un simple 

factor productivo en funciones lineales, ni tratando de humanizar la 

naturaleza sin respetar sus leyes”.8 

16. Derivado de lo anterior, la bioeconomía puede concebirse como una 

estrategia de uso intensivo en conocimiento biobasado para hacer posible el 

conjunto de tres sostenibilidades clave: ambiental, económica y social (triple 

cuenta) y así lograr los ansiados estilos de vida sustentables, como lo sugiere 

(Menéndez Gámiz, 2022).9 

17. La Biocultura que según Antonio Ortega Santos - Diccionario del Agro 

Iberoamericano, es el “conocimiento, innovaciones y prácticas de los pueblos 

indígenas, que abarcan desde los recursos naturales en todas sus 

dimensiones, hasta los paisajes que crean”10 (Ortega Santos, 2022, p. 174). 

18. México ya tiene avances importantes en la institucionalización del Patrimonio 

Biocultural "… ha adoptado como política pública de la Secretaría del Medio 

Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat), el Patrimonio Biológico Cultural, 

que reconoce las relaciones e interacciones mutuas entre los pueblos 

                                            
8 Quiroga Canaviri, Jorge León y Menéndez Gámiz, Carlos Ricardo (2023). Desde la Bioeconomía de 
Georgescu-Roegen hasta la Bioeconomía andeamazónica. C3-BIOECONOMY, Revista de Investigación y 
Transferencia en Bioeconomía Circular y Sostenible Nº4 URL: 
https://journals.uco.es/bioeconomy/article/view/16211  
9 Menéndez Gámiz, C. R., (2022). Recorrido por casos y métodos de la bioeconomía. En Ceballos Pérez, G., 
y Azamar Alonso, A. (2022) Experiencias y expectativas de la bioeconomía (1.ª ed.). (35-53). Universidad 
Autónoma Metropolitana. https://casadelibrosabiertos.uam.mx/gpd-experiencias-expectativas-de-la-
bioeconomia.html 
10 Ortega Santos, A. (2022). Bioculturalidad. Saberes Campesinos. En A. Salomón. y J. Muzlera (Eds.), 
Diccionario del Agro Iberoamericano (pp. 173–178). TeseoPress Design (www.teseopress.com). 

https://journals.uco.es/bioeconomy/article/view/16211
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originarios y sus ecosistemas, con un conjunto de funciones culturales y 

simbólicas, y más allá de ello, parte del reconocimiento de los derechos de 

los pueblos para recibir los beneficios del usufructo y aprovechamiento que 

se hace en diversas partes del mundo de sus recursos biológicos". 

(Menéndez Gámiz, 2022, p. 50) 

19. Otro concepto muy relevante a considerar es la bioterritorialidad, ésta permite 

analizar y ver qué papel juega el territorio en procesos del desarrollo local. 

Nos remitimos a los italianos (Dematteis & Governa, 2005) quienes 

“convirtieron lo territorial en un objetivo mayor al buscar esclarecer las 

conexiones entre territorialidad y sostenibilidad, para definir principios y 

modelos de sostenibilidad territorial y permitir la auto-reproducción sostenible 

de los sistemas territoriales”.11 

20. Otra fuente importante para fortalecer la protección y el resguardo de la 

biodiversidad de México, se encuentra entre los objetivos de la Agenda 2030 

para el Desarrollo Sostenible, aprobada en septiembre de 2015 por 193 

Estados miembros de las Naciones Unidas, está enfocada en la construcción 

de un mundo sostenible en el que se valoren de igual manera la inclusión 

social, el desarrollo económico y la sostenibilidad ambiental.  

21. En el caso de la biodiversidad, dos de los 17 Objetivos de Desarrollo 

Sostenible (ODS) se enfocan en la conservación y el uso sostenible de los 

ecosistemas terrestres y marinos y sus recursos naturales. Sin embargo, 

debe mencionarse que el resto de ODS también contribuyen de manera 

indirecta a la protección de la biodiversidad, como el de poner fin a la 

pobreza, luchar contra la desigualdad y la injusticia, y hacer frente al cambio 

                                            
11 Dematteis, G., & Governa, F. (2005). Territorio y territorialidad en el desarrollo local. La contribución 
del modelo Slot. Boletín de La A.G.E., 39, 31–53. 
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climático sin que nadie quede rezagado para el año 2030, y el de la educación 

sostenible.  

22. La Agenda 2030 y el Objetivo 14: Vida submarina. Conservar y utilizar en 

forma sostenible los océanos, los mares y los recursos marinos para el 

desarrollo sostenible. Este objetivo contiene diez metas que, en conjunto, 

buscan proteger los ecosistemas marinos y costeros de la contaminación 

terrestre, así como abordar los impactos de la acidificación de los océanos. 

Entre sus metas se encuentran, adoptar medidas que permitan restablecer la 

salud y la productividad de los océanos, mejorar su conservación y 

reglamentar eficazmente la explotación pesquera para poner fin a la pesca 

ilegal y fomentar el uso sostenible de sus recursos, basándose en el marco 

jurídico y aplicando el derecho internacional vigente.  

23. Se pretende también que las acciones antes referidas contribuyan, para 

2030, a incrementar los beneficios económicos de los países menos 

adelantados, facilitando el acceso de los pescadores artesanales a los 

recursos marinos; en particular mediante la gestión sostenible de la pesca, la 

acuicultura y el turismo.  

24. La Agenda 2030 y Objetivo 15: Vida en la tierra. Gestionar sosteniblemente 

los bosques, luchar contra la desertificación, detener e invertir la degradación 

de las tierras y detener la pérdida de biodiversidad. Dentro del Objetivo 15 se 

establecieron 12 metas para el corto y mediano plazo que pretenden 

promover la conservación y el uso sostenible de todos los tipos de bosques, 

los humedales, las zonas áridas y los servicios ambientales que 

proporcionan, así como integrar los valores de los ecosistemas y la diversidad 

biológica en la planificación nacional y local, los procesos de desarrollo y las 

estrategias de reducción de la pobreza.  
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25. Entre las metas planteadas para alcanzarse en 2030 están: poner fin a la 

deforestación, recuperar los bosques degradados e incrementar la 

reforestación a nivel mundial; luchar contra la desertificación y rehabilitar los 

suelos degradados; prevenir la introducción de especies exóticas invasoras 

y proteger a las especies amenazadas para evitar su extinción; aumentar el 

apoyo mundial a la lucha contra la caza furtiva y el tráfico de especies 

protegidas, en particular aumentando la capacidad de las comunidades 

locales para promover oportunidades de subsistencia sostenibles; y 

promover la participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven 

de la utilización de los recursos genéticos y promover el acceso adecuado a 

ellos.12 

26. México participó activamente en la definición de dicha Agenda. El país fue 

uno de los más activos en los foros de consulta, participando y liderando el 

proceso de negociación. No solo presentó propuestas puntuales para 

incorporar los principios de igualdad, inclusión social y económica, e impulsó 

que la universalidad, sustentabilidad y que los derechos humanos fuesen los 

ejes rectores de la Agenda 2030. También abogó por la adopción de un 

enfoque multidimensional de la pobreza que, además de considerar el 

ingreso de las personas, tomara en cuenta su acceso efectivo a otros 

derechos básicos como la alimentación, educación, salud, seguridad social y 

servicios básicos en la vivienda.  

27. El patrimonio biocultural, la bioeconomía y la bioterritorialidad son ejes 

transversales que interactúan entre sí y se constituyen en componentes 

imprescindibles de la biodiversidad del presente siglo. La biodiversidad de 

                                            
12 ONU. Objetivos de desarrollo Sostenible. ONU. México. 2018. Disponible en: 
http://www.onu.org.mx/agenda-2030/objetivos-del-desarrollo-sostenible/. Fecha de consulta: octubre 
de 2018. 
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todo el país, debe ser protegida y salvaguardada como propiedad originaria 

de la Nación, por lo que ésta debe considerarse como un bien social 

inalienable, inembargable e imprescriptible, en favor del bienestar del pueblo 

de México. 

28. La ciencia, la tecnología, la innovación, la gestión del conocimiento y el 

diálogo de saberes científico, técnico con los saberes populares y ancestrales 

debe contar con el respaldo gubernamental en favor de la mejoría constante 

de las actividades productivas de los ejidos, comunidades y pueblos 

indígenas para fortalecer la soberanía alimentaria y el desarrollo nacional. 

 

K. CONTENIDO DE LA INICIATIVA 

 

A continuación, se presenta un cuadro comparativo entre el texto vigente, con las 

reformas propuestas al artículo 27 Constitucional para recuperar y actualizar el 

Pacto Social entre el Estado Mexicano y la Clase Campesina de México. 

 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

Artículo 27. La propiedad de las tierras y 

aguas comprendidas dentro de los límites del 

territorio nacional, corresponde originariamente 

a la Nación, la cual ha tenido y tiene el derecho 

de transmitir el dominio de ellas a los 

particulares, constituyendo la propiedad 

privada. 

 

Artículo 27. La propiedad de las tierras, la 

biodiversidad, el valor intrínseco de los 

bienes del subsuelo, el espectro 

radioeléctrico, y las aguas comprendidas 

dentro de los límites del territorio nacional, 

corresponde originariamente a la Nación, la cual 

ha tenido y tiene el derecho de transmitir el 

dominio de ellas a los particulares, 

constituyendo la propiedad privada y, a los 

ejidos, comunidades y Pueblos indígenas, 

constituyendo la propiedad social. 
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Las expropiaciones sólo podrán hacerse por 

causa de utilidad pública y mediante 

indemnización. 

 

Las expropiaciones sólo podrán hacerse por 

causa de utilidad pública y mediante 

indemnización. 

 

La nación tendrá en todo tiempo el derecho 

de imponer a la propiedad privada las 

modalidades que dicte el interés público, así 

como el de regular, en beneficio social, el 

aprovechamiento de los elementos naturales 

susceptibles de apropiación, con objeto de 

hacer una distribución equitativa de la riqueza 

pública, cuidar de su conservación, lograr el 

desarrollo equilibrado del país y el 

mejoramiento de las condiciones de vida de la 

población rural y urbana. En consecuencia, se 

dictarán las medidas necesarias para ordenar 

los asentamientos humanos y establecer 

adecuadas provisiones, usos, reservas y 

destinos de tierras, aguas y bosques, a efecto 

de ejecutar obras públicas y de planear y 

regular la fundación, conservación, 

mejoramiento y crecimiento de los centros de 

población; para preservar y restaurar el 

equilibrio ecológico; para el fraccionamiento de 

los latifundios; para disponer, en los términos 

de la ley reglamentaria, la organización y 

explotación colectiva de los ejidos y 

comunidades; para el desarrollo de la pequeña 

propiedad rural; para el fomento de la 

agricultura, de la ganadería, de la silvicultura y 

de las demás actividades económicas en el 

medio rural, y para evitar la destrucción de los 

La nación tendrá en todo tiempo el derecho 

de imponer a la propiedad privada y social las 

modalidades que dicte el interés público, así 

como el de regular, en beneficio social, el 

aprovechamiento de los elementos naturales 

susceptibles de apropiación, con objeto de 

hacer una distribución equitativa de la riqueza 

pública, cuidar de su conservación, lograr el 

desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento 

de las condiciones de vida de la población rural 

y urbana. En consecuencia, se dictarán las 

medidas necesarias para ordenar los 

asentamientos humanos y establecer 

adecuadas provisiones, usos, reservas y 

destinos de tierras, aguas y bosques, a efecto 

de ejecutar obras públicas y de planear y regular 

la fundación, conservación, mejoramiento y 

crecimiento de los centros de población; para 

preservar y restaurar el equilibrio ecológico; 

para el fraccionamiento de los latifundios; para 

disponer, en los términos de la ley 

reglamentaria, la organización y explotación 

colectiva de los ejidos y comunidades; para el 

desarrollo de la pequeña propiedad rural; para 

el fomento de la agricultura, de la ganadería, de 

la silvicultura y de las demás actividades 

económicas en el medio rural, y para evitar la 

destrucción de los elementos naturales y los 
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elementos naturales y los daños que la 

propiedad pueda sufrir en perjuicio de la 

sociedad. 

daños que la propiedad pueda sufrir en perjuicio 

de la sociedad. 

 

Sin correlativo Son propiedad de la nación; los vestigios, 

construcciones, monumentos 

arquitectónicos, albarradas, cerámicas, 

estatuillas, utensilios, herramientas, 

semillas y especies originarias del territorio 

nacional, osamentas, diseños y tejidos de 

ropa, conocimientos ancestrales, idiomas, 

escrituras, códices, pinturas, esquelas, 

murales, manuscritos, planos, mapas, 

sistemas numéricos, astronómicos, centros 

ceremoniales, ceremonias, música, danzas, 

cantos, instrumentos musicales, el arte en 

todas sus manifestaciones de los pueblos 

originarios que habitaron el territorio 

nacional. 

Corresponde a la Nación el dominio directo 

de todos los recursos naturales de la plataforma 

continental y los zócalos submarinos de las 

islas; de todos los minerales o substancias que 

en vetas, mantos, masas o yacimientos, 

constituyan depósitos cuya naturaleza sea 

distinta de los componentes de los terrenos, 

tales como los minerales de los que se 

extraigan metales y metaloides utilizados en la 

industria; los yacimientos de piedras preciosas, 

Corresponde a la Nación el dominio directo13 

de todos los recursos naturales de la plataforma 

continental y los zócalos submarinos de las 

islas; del germoplasma de la biodiversidad 

endémica; de todos los minerales o 

substancias que en vetas, mantos, masas o 

yacimientos, constituyan depósitos cuya 

naturaleza sea distinta de los componentes de 

los terrenos, tales como los minerales de los 

que se extraigan metales y metaloides utilizados 

                                            
13 El concepto de dominio directo, tiene que ver con la imprescriptibilidad de la propiedad de la nación, 
párrafos 1° (la nación tiene la propiedad originaria de tierras y aguas), 3° (derecho de la nación de 
imponer modalidades a la propiedad privada y de regular en beneficio social elementos susceptibles de 
apropiación; sobre recursos naturales de la plataforma continental y del subsuelo), y 4° (Dominio directo 
de la nación sobre los recursos naturales y los recursos del subsuelo, hidrocarburos). 
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de sal de gema y las salinas formadas 

directamente por las aguas marinas; los 

productos derivados de la descomposición de 

las rocas, cuando su explotación necesite 

trabajos subterráneos; los yacimientos 

minerales u orgánicos de materias susceptibles 

de ser utilizadas como fertilizantes; los 

combustibles minerales sólidos; el petróleo y 

todos los carburos de hidrógeno sólidos, 

líquidos o gaseosos; y el espacio situado sobre 

el territorio nacional, en la extensión y términos 

que fije el Derecho Internacional. 

en la industria; los yacimientos de piedras 

preciosas, de sal de gema y las salinas 

formadas directamente por las aguas marinas; 

los productos derivados de la descomposición 

de las rocas, cuando su explotación necesite 

trabajos subterráneos; los yacimientos 

minerales u orgánicos de materias susceptibles 

de ser utilizadas como fertilizantes; los 

combustibles minerales sólidos; el petróleo y 

todos los carburos de hidrógeno sólidos, 

líquidos o gaseosos; y el espacio situado sobre 

el territorio nacional, en la extensión y términos 

que fije el Derecho Internacional. 

Son propiedad de la Nación las aguas de los 

mares territoriales en la extensión y términos 

que fije el Derecho Internacional; las aguas 

marinas interiores; las de las lagunas y esteros 

que se comuniquen permanente o 

intermitentemente con el mar; las de los lagos 

interiores de formación natural que estén 

ligados directamente a corrientes constantes; 

las de los ríos y sus afluentes directos o 

indirectos, desde el punto del cauce en que se 

inicien las primeras aguas permanentes, 

intermitentes o torrenciales, hasta su 

desembocadura en el mar, lagos, lagunas o 

esteros de propiedad nacional; las de las 

corrientes constantes o intermitentes y sus 

afluentes directos o indirectos, cuando el cauce 

de aquéllas en toda su extensión o en parte de 

ellas, sirva de límite al territorio nacional o a dos 

entidades federativas, o cuando pase de una 

Son propiedad de la Nación las aguas de los 

mares territoriales en la extensión y términos 

que fije el Derecho Internacional; las aguas 

marinas interiores; las de las lagunas y esteros 

que se comuniquen permanente o 

intermitentemente con el mar; las de los lagos 

interiores de formación natural que estén 

ligados directamente a corrientes constantes; 

las de los ríos y sus afluentes directos o 

indirectos, desde el punto del cauce en que se 

inicien las primeras aguas permanentes, 

intermitentes o torrenciales, hasta su 

desembocadura en el mar, lagos, lagunas o 

esteros de propiedad nacional; las de las 

corrientes constantes o intermitentes y sus 

afluentes directos o indirectos, cuando el cauce 

de aquéllas en toda su extensión o en parte de 

ellas, sirva de límite al territorio nacional o a dos 

entidades federativas, o cuando pase de una 
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entidad federativa a otra o cruce la línea 

divisoria de la República; la de los lagos, 

lagunas o esteros cuyos vasos, zonas o riberas, 

estén cruzadas por líneas divisorias de dos o 

más entidades o entre la República y un país 

vecino, o cuando el límite de las riberas sirva de 

lindero entre dos entidades federativas o a la 

República con un país vecino; las de los 

manantiales que broten en las playas, zonas 

marítimas, cauces, vasos o riberas de los lagos, 

lagunas o esteros de propiedad nacional, y las 

que se extraigan de las minas; y los cauces, 

lechos o riberas de los lagos y corrientes 

interiores en la extensión que fija la ley. Las 

aguas del subsuelo pueden ser libremente 

alumbradas mediante obras artificiales y 

apropiarse por el dueño del terreno, pero 

cuando lo exija el interés público o se afecten 

otros aprovechamientos, el Ejecutivo Federal 

podrá reglamentar su extracción y utilización y 

aún establecer zonas vedadas, al igual que 

para las demás aguas de propiedad nacional. 

Cualesquiera otras aguas no incluidas en la 

enumeración anterior, se considerarán como 

parte integrante de la propiedad de los terrenos 

por los que corran o en los que se encuentren 

sus depósitos, pero si se localizaren en dos o 

más predios, el aprovechamiento de estas 

aguas se considerará de utilidad pública, y 

quedará sujeto a las disposiciones que dicten 

las entidades federativas. 

entidad federativa a otra o cruce la línea 

divisoria de la República; la de los lagos, 

lagunas o esteros cuyos vasos, zonas o riberas, 

estén cruzadas por líneas divisorias de dos o 

más entidades o entre la República y un país 

vecino, o cuando el límite de las riberas sirva de 

lindero entre dos entidades federativas o a la 

República con un país vecino; las de los 

manantiales que broten en las playas, zonas 

marítimas, cauces, vasos o riberas de los lagos, 

lagunas o esteros de propiedad nacional, y las 

que se extraigan de las minas; y los cauces, 

lechos o riberas de los lagos y corrientes 

interiores en la extensión que fija la ley. Las 

aguas del subsuelo pueden ser libremente 

alumbradas mediante obras artificiales, pero 

cuando lo exija el interés público o se afecten 

otros aprovechamientos, el Ejecutivo Federal 

podrá reglamentar su extracción y utilización y 

aún establecer zonas vedadas, al igual que para 

las demás aguas de propiedad nacional. 

Cualesquiera otras aguas no incluidas en la 

enumeración anterior, se considerarán como 

parte integrante de los terrenos por los que 

corran o en los que se encuentren sus 

depósitos, pero si se localizaren en dos o más 

predios, el aprovechamiento de estas aguas se 

considerará de utilidad pública en términos de 

ley.  
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En los casos a que se refieren los dos 

párrafos anteriores, el dominio de la Nación es 

inalienable e imprescriptible y la explotación, el 

uso o el aprovechamiento de los recursos de 

que se trata, por los particulares o por 

sociedades constituidas conforme a las leyes 

mexicanas, no podrá realizarse sino mediante 

concesiones, otorgadas por el Ejecutivo 

Federal, de acuerdo con las reglas y 

condiciones que establezcan las leyes, salvo 

en radiodifusión y telecomunicaciones, que 

serán otorgadas por el Instituto Federal de 

Telecomunicaciones. Las normas legales 

relativas a obras o trabajos de explotación de 

los minerales y substancias a que se refiere el 

párrafo cuarto, regularán la ejecución y 

comprobación de los que se efectúen o deban 

efectuarse a partir de su vigencia, 

independientemente de la fecha de 

otorgamiento de las concesiones, y su 

inobservancia dará lugar a la cancelación de 

éstas. El Gobierno Federal tiene la facultad de 

establecer reservas nacionales y suprimirlas. 

Las declaratorias correspondientes se harán 

por el Ejecutivo en los casos y condiciones que 

las leyes prevean. Tratándose de minerales 

radiactivos no se otorgarán concesiones. 

Corresponde exclusivamente a la Nación la 

planeación y el control del sistema eléctrico 

nacional, así como el servicio público de 

En los casos a que se refieren los dos 

párrafos anteriores, el dominio de la Nación es 

inalienable e imprescriptible14 y la explotación, 

el uso o el aprovechamiento de los recursos de 

que se trata, por los particulares o por 

sociedades constituidas conforme a las leyes 

mexicanas, no podrá realizarse sino mediante 

concesiones, otorgadas por el Ejecutivo 

Federal, de acuerdo con las reglas y 

condiciones que establezcan las leyes, salvo en 

radiodifusión y telecomunicaciones, que serán 

otorgadas por el Instituto Federal de 

Telecomunicaciones. Los concesionarios y 

contratistas de bienes o infraestructuras 

propiedad de la nación, no podrán 

incorporar su valor intrínseco como activos 

de su propiedad. Las normas legales relativas 

a obras o trabajos de explotación de los 

minerales y substancias a que se refiere el 

párrafo cuarto, regularán la ejecución y 

comprobación de los que se efectúen o deban 

efectuarse a partir de su vigencia, 

independientemente de la fecha de 

otorgamiento de las concesiones, y su 

inobservancia dará lugar a la cancelación de 

éstas. El Gobierno Federal tiene la facultad de 

establecer reservas nacionales y suprimirlas. 

Las declaratorias correspondientes se harán por 

el Ejecutivo en los casos y condiciones que las 

leyes prevean. Tratándose de minerales 

                                            
14 Dominio inalienable e imprescriptible de la Nación sobre Recursos naturales, minerales, yacimientos, 
hidrocarburos (3°) y aguas (4°) 
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transmisión y distribución de energía eléctrica; 

en estas actividades no se otorgarán 

concesiones, sin perjuicio de que el Estado 

pueda celebrar contratos con particulares en 

los términos que establezcan las leyes, mismas 

que determinarán la forma en que los 

particulares podrán participar en las demás 

actividades de la industria eléctrica. 

radiactivos, litio y otros minerales 

estratégicos para la transición energética, no 

se otorgarán concesiones. Corresponde 

exclusivamente a la Nación la planeación y el 

control del sistema eléctrico nacional, así como 

el servicio público de transmisión y distribución 

de energía eléctrica; en estas actividades no se 

otorgarán concesiones, sin perjuicio de que el 

Estado pueda celebrar contratos con 

particulares en los términos que establezcan las 

leyes, mismas que determinarán la forma en 

que los particulares podrán participar en las 

demás actividades de la industria eléctrica. 

Tratándose del petróleo y de los 

hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos, en 

el subsuelo, la propiedad de la Nación es 

inalienable e imprescriptible y no se otorgarán 

concesiones. Con el propósito de obtener 

ingresos para el Estado que contribuyan al 

desarrollo de largo plazo de la Nación, ésta 

llevará a cabo las actividades de exploración y 

extracción del petróleo y demás hidrocarburos 

mediante asignaciones a empresas productivas 

del Estado o a través de contratos con éstas o 

con particulares, en los términos de la Ley 

Reglamentaria. Para cumplir con el objeto de 

dichas asignaciones o contratos las empresas 

productivas del Estado podrán contratar con 

particulares. En cualquier caso, los 

hidrocarburos en el subsuelo son propiedad de 

la Nación y así deberá afirmarse en las 

asignaciones o contratos. 

Tratándose del petróleo y de los 

hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos, la 

propiedad de la Nación es inalienable e 

imprescriptible y no se otorgarán concesiones. 

Con el propósito de obtener ingresos para el 

Estado que contribuyan al desarrollo de largo 

plazo de la Nación, ésta llevará a cabo las 

actividades de exploración y extracción del 

petróleo y demás hidrocarburos mediante 

asignaciones a empresas productivas del 

Estado o a través de contratos con éstas o con 

particulares, en los términos de la Ley 

Reglamentaria. Para cumplir con el objeto de 

dichas asignaciones o contratos las empresas 

productivas del Estado podrán contratar con 

particulares. En cualquier caso, los 

hidrocarburos en el subsuelo son propiedad de 

la Nación y así deberá afirmarse en las 

asignaciones o contratos. 
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Corresponde también a la Nación el 

aprovechamiento de los combustibles 

nucleares para la generación de energía 

nuclear y la regulación de sus aplicaciones en 

otros propósitos. El uso de la energía nuclear 

sólo podrá tener fines pacíficos. 

Corresponde también a la Nación el 

aprovechamiento de los combustibles nucleares 

para la generación de energía nuclear y la 

regulación de sus aplicaciones en otros 

propósitos. El uso de la energía nuclear sólo 

podrá tener fines pacíficos. 

La Nación ejerce en una zona económica 

exclusiva situada fuera del mar territorial y 

adyacente a éste, los derechos de soberanía y 

las jurisdicciones que determinen las leyes del 

Congreso. La zona económica exclusiva se 

extenderá a doscientas millas náuticas, 

medidas a partir de la línea de base desde la 

cual se mide el mar territorial. En aquellos 

casos en que esa extensión produzca 

superposición con las zonas económicas 

exclusivas de otros Estados, la delimitación de 

las respectivas zonas se hará en la medida en 

que resulte necesario, mediante acuerdo con 

estos Estados. 

La Nación ejerce en una zona económica 

exclusiva situada fuera del mar territorial y 

adyacente a éste, los derechos de soberanía y 

las jurisdicciones que determinen las leyes del 

Congreso. La zona económica exclusiva se 

extenderá a doscientas millas náuticas, 

medidas a partir de la línea de base desde la 

cual se mide el mar territorial. En aquellos casos 

en que esa extensión produzca superposición 

con las zonas económicas exclusivas de otros 

Estados, la delimitación de las respectivas 

zonas se hará en la medida en que resulte 

necesario, mediante acuerdo con estos 

Estados. 

La capacidad para adquirir el dominio de las 

tierras y aguas de la Nación, se regirá por las 

siguientes prescripciones: 

La capacidad para adquirir el dominio de las 

tierras y aguas de la Nación, se regirá por las 

siguientes prescripciones: 

I.  Sólo los mexicanos por nacimiento o 

por naturalización y las sociedades 

mexicanas tienen derecho para 

adquirir el dominio de las tierras, 

aguas y sus accesiones o para 

obtener concesiones de explotación 

de minas o aguas. El Estado podrá 

conceder el mismo derecho a los 

extranjeros, siempre que convengan 

I.  Sólo los mexicanos por nacimiento o 

por naturalización y las sociedades 

mexicanas tienen derecho para 

adquirir el dominio de las tierras, 

aguas y sus accesiones o para 

obtener concesiones de explotación 

de minas o aguas. El Estado podrá 

conceder el mismo derecho a los 

extranjeros, siempre que convengan 
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ante la Secretaría de Relaciones en 

considerarse como nacionales 

respecto de dichos bienes y en no 

invocar por lo mismo la protección de 

sus gobiernos por lo que se refiere a 

aquéllos; bajo la pena, en caso de 

faltar al convenio, de perder en 

beneficio de la Nación, los bienes que 

hubieren adquirido en virtud del 

mismo. En una faja de cien kilómetros 

a lo largo de las fronteras y de 

cincuenta en las playas, por ningún 

motivo podrán los extranjeros adquirir 

el dominio directo sobre tierras y 

aguas. 

ante la Secretaría de Relaciones en 

considerarse como nacionales 

respecto de dichos bienes y en no 

invocar por lo mismo la protección de 

sus gobiernos por lo que se refiere a 

aquéllos; bajo la pena, en caso de 

faltar al convenio, de perder en 

beneficio de la Nación, los bienes que 

hubieren adquirido en virtud del 

mismo. En una faja de cien kilómetros 

a lo largo de las fronteras y de 

cincuenta en las playas y en toda la 

región Istmo de Tehuantepec, en 

ambos lados de las vías centrales 

del Corredor Interoceánico del 

Istmo de Tehuantepec de los 

estados libres y soberanos de 

Oaxaca y Veracruz de Ignacio de la 

Llave, por ningún motivo podrán los 

extranjeros adquirir el dominio directo 

sobre tierras y aguas. 

El Estado de acuerdo con los 

intereses públicos internos y los 

principios de reciprocidad, podrá, a 

juicio de la Secretaría de Relaciones, 

conceder autorización a los Estados 

extranjeros para que adquieran, en el 

lugar permanente de la residencia de 

los Poderes Federales, la propiedad 

privada de bienes inmuebles 

necesarios para el servicio directo de 

sus embajadas o legaciones. 

El Estado de acuerdo con los 

intereses públicos internos y los 

principios de reciprocidad, podrá, a 

juicio de la Secretaría de Relaciones, 

conceder autorización a los Estados 

extranjeros para que adquieran, en el 

lugar permanente de la residencia de 

los Poderes Federales, la propiedad 

privada de bienes inmuebles 

necesarios para el servicio directo de 

sus embajadas o legaciones. 
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II.  Las asociaciones religiosas que se 

constituyan en los términos del 

artículo 130 y su ley reglamentaria 

tendrán capacidad para adquirir, 

poseer o administrar, 

exclusivamente, los bienes que sean 

indispensables para su objeto, con 

los requisitos y limitaciones que 

establezca la ley reglamentaria; 

II.  Las asociaciones religiosas que se 

constituyan en los términos del 

artículo 130 y su ley reglamentaria 

tendrán capacidad para adquirir, 

poseer o administrar, exclusivamente, 

los bienes que sean indispensables 

para su objeto, con los requisitos y 

limitaciones que establezca la ley 

reglamentaria; 

III.  Las instituciones de beneficencia, 

pública o privada, que tengan por 

objeto el auxilio de los necesitados, la 

investigación científica, la difusión de 

la enseñanza, la ayuda recíproca de 

los asociados, o cualquier otro objeto 

lícito, no podrán adquirir más bienes 

raíces que los indispensables para su 

objeto, inmediata o directamente 

destinados a él, con sujeción a lo que 

determine la ley reglamentaria; 

III.  Las instituciones de beneficencia, 

pública o privada, que tengan por 

objeto el auxilio de los necesitados, la 

investigación científica, la difusión de 

la enseñanza, la ayuda recíproca de 

los asociados, o cualquier otro objeto 

lícito, no podrán adquirir más bienes 

raíces que los indispensables para su 

objeto, inmediata o directamente 

destinados a él, con sujeción a lo que 

determine la ley reglamentaria; 

IV.  Las sociedades mercantiles por 

acciones podrán ser propietarias de 

terrenos rústicos pero únicamente en 

la extensión que sea necesaria para 

el cumplimiento de su objeto. 

 

En ningún caso las sociedades de 

esta clase podrán tener en propiedad 

tierras dedicadas a actividades 

agrícolas, ganaderas o forestales en 

mayor extensión que la respectiva 

equivalente a veinticinco veces los 

IV.  Las sociedades mercantiles por 

acciones podrán ser propietarias de 

terrenos rústicos pero únicamente en 

la extensión que sea necesaria para el 

cumplimiento de su objeto. 

 

En ningún caso las sociedades de 

esta clase podrán tener en propiedad 

tierras dedicadas a actividades 

agrícolas, ganaderas o forestales en 

mayor extensión que la respectiva 

equivalente a veinticinco veces los 



 
 

46 
Av. Congreso de la Unión, 66, Col. El Parque; Alcaldía Venustiano Carranza; 

C.P. 15960; Ciudad de México, 50360000; extensión 61273 y 61274 

límites señalados en la fracción XV de 

este artículo. La ley reglamentaria 

regulará la estructura de capital y el 

número mínimo de socios de estas 

sociedades, a efecto de que las 

tierras propiedad de la sociedad no 

excedan en relación con cada socio 

los límites de la pequeña propiedad. 

En este caso, toda propiedad 

accionaria individual, 

correspondiente a terrenos rústicos, 

será acumulable para efectos de 

cómputo. Asimismo, la ley señalará 

las condiciones para la participación 

extranjera en dichas sociedades. 

 

La propia ley establecerá los medios 

de registro y control necesarios para 

el cumplimiento de lo dispuesto por 

esta fracción; 

límites señalados en la fracción XV de 

este artículo. La ley reglamentaria 

regulará la estructura de capital y el 

número mínimo de socios de estas 

sociedades, a efecto de que las tierras 

propiedad de la sociedad no excedan 

en relación con cada socio los límites 

de la pequeña propiedad. En este 

caso, toda propiedad accionaria 

individual, correspondiente a terrenos 

rústicos, será acumulable para 

efectos de cómputo. Asimismo, la ley 

señalará las condiciones para la 

participación extranjera en dichas 

sociedades. 

 

La propia ley establecerá los medios 

de registro y control necesarios para el 

cumplimiento de lo dispuesto por esta 

fracción; 

V.  Los bancos debidamente 

autorizados, conforme a las leyes de 

instituciones de crédito, podrán tener 

capitales impuestos, sobre 

propiedades urbanas y rústicas de 

acuerdo con las prescripciones de 

dichas leyes, pero no podrán tener en 

propiedad o en administración más 

bienes raíces que los enteramente 

necesarios para su objeto directo. 

 

V.  Los bancos debidamente autorizados, 

conforme a las leyes de instituciones 

de crédito, podrán tener capitales 

impuestos, sobre propiedades 

urbanas y rústicas de acuerdo con las 

prescripciones de dichas leyes, pero 

no podrán tener en propiedad o en 

administración más bienes raíces que 

los enteramente necesarios para su 

objeto directo. 
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VI.  Las entidades federativas, lo mismo 

que los Municipios de toda la 

República, tendrán plena capacidad 

para adquirir y poseer todos los 

bienes raíces necesarios para los 

servicios públicos. 

 

Las leyes de la Federación y de las 

entidades federativas en sus 

respectivas jurisdicciones, 

determinarán los casos en que sea de 

utilidad pública la ocupación de la 

propiedad privada, y de acuerdo con 

dichas leyes la autoridad 

administrativa hará la declaración 

correspondiente. El precio que se 

fijará como indemnización a la cosa 

expropiada, se basará en la cantidad 

que como valor fiscal de ella figure en 

las oficinas catastrales o 

recaudadoras, ya sea que este valor 

haya sido manifestado por el 

propietario o simplemente aceptado 

por él de un modo tácito por haber 

pagado sus contribuciones con esta 

base. El exceso de valor o el demérito 

que haya tenido la propiedad 

particular por las mejoras o deterioros 

ocurridos con posterioridad a la fecha 

de la asignación del valor fiscal, será 

lo único que deberá quedar sujeto a 

juicio pericial y a resolución judicial. 

VI.  Las entidades federativas, lo mismo 

que los Municipios de toda la 

República, tendrán plena capacidad 

para adquirir y poseer todos los bienes 

raíces necesarios para los servicios 

públicos. 

 

Las leyes de la Federación y de las 

entidades federativas en sus 

respectivas jurisdicciones, 

determinarán los casos en que sea de 

utilidad pública la ocupación de la 

propiedad privada, y de acuerdo con 

dichas leyes la autoridad 

administrativa hará la declaración 

correspondiente. El precio que se 

fijará como indemnización a la cosa 

expropiada, se basará en la cantidad 

que como valor fiscal de ella figure en 

las oficinas catastrales o 

recaudadoras, ya sea que este valor 

haya sido manifestado por el 

propietario o simplemente aceptado 

por él de un modo tácito por haber 

pagado sus contribuciones con esta 

base. El exceso de valor o el demérito 

que haya tenido la propiedad 

particular por las mejoras o deterioros 

ocurridos con posterioridad a la fecha 

de la asignación del valor fiscal, será 

lo único que deberá quedar sujeto a 

juicio pericial y a resolución judicial. 
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Esto mismo se observará cuando se 

trate de objetos cuyo valor no esté 

fijado en las oficinas rentísticas. 

 

El ejercicio de las acciones que 

corresponden a la Nación, por virtud 

de las disposiciones del presente 

artículo, se hará efectivo por el 

procedimiento judicial; pero dentro de 

este procedimiento y por orden de los 

tribunales correspondientes, que se 

dictará en el plazo máximo de un 

mes, las autoridades administrativas 

procederán desde luego a la 

ocupación, administración, remate o 

venta de las tierras o aguas de que se 

trate y todas sus accesiones, sin que 

en ningún caso pueda revocarse lo 

hecho por las mismas autoridades 

antes que se dicte sentencia 

ejecutoriada. 

Esto mismo se observará cuando se 

trate de objetos cuyo valor no esté 

fijado en las oficinas rentísticas. 

 

El ejercicio de las acciones que 

corresponden a la Nación, por virtud 

de las disposiciones del presente 

artículo, se hará efectivo por el 

procedimiento judicial; pero dentro de 

este procedimiento y por orden de los 

tribunales correspondientes, que se 

dictará en el plazo máximo de un mes, 

las autoridades administrativas 

procederán desde luego a la 

ocupación, administración, remate o 

venta de las tierras o aguas de que se 

trate y todas sus accesiones, sin que 

en ningún caso pueda revocarse lo 

hecho por las mismas autoridades 

antes que se dicte sentencia 

ejecutoriada. 

VII.  Se reconoce la personalidad jurídica 

de los núcleos de población ejidales y 

comunales y se protege su propiedad 

sobre la tierra, tanto para el 

asentamiento humano como para 

actividades productivas. 

 

La ley protegerá la integridad de las 

tierras de los grupos indígenas. 

 

VII.  Se reconoce la personalidad jurídica 

de los núcleos de población ejidales y 

comunales y se protege su propiedad 

sobre la tierra, tanto para el 

asentamiento humano como para 

actividades productivas.  

 

          Se reconoce la relación especial de 

los pueblos indígenas con sus 

tierras, territorios y recursos o 

bienes naturales, así como sus 
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La ley, considerando el respeto y 

fortalecimiento de la vida comunitaria 

de los ejidos y comunidades, 

protegerá la tierra para el 

asentamiento humano y regulará el 

aprovechamiento de tierras, bosques 

y aguas de uso común y la provisión 

de acciones de fomento necesarias 

para elevar el nivel de vida de sus 

pobladores. 

 

La ley, con respeto a la voluntad de 

los ejidatarios y comuneros para 

adoptar las condiciones que más les 

convengan en el aprovechamiento de 

sus recursos productivos, regulará el 

ejercicio de los derechos de los 

comuneros sobre la tierra y de cada 

ejidatario sobre su parcela. Asimismo 

establecerá los procedimientos por 

los cuales ejidatarios y comuneros 

podrán asociarse entre sí, con el 

Estado o con terceros y otorgar el uso 

de sus tierras; y, tratándose de 

ejidatarios, transmitir sus derechos 

parcelarios entre los miembros del 

núcleo de población; igualmente fijará 

los requisitos y procedimientos 

conforme a los cuales la asamblea 

ejidal otorgará al ejidatario el dominio 

sobre su parcela. En caso de 

enajenación de parcelas se respetará 

costumbres y sistemas de tenencia 

de la tierra, por lo que los pueblos y 

comunidades indígenas tienen 

derecho a la propiedad de sus 

tierras, territorios y recursos o 

bienes naturales, en sintonía con el 

párrafo primero de este artículo. 

 

La ley protegerá la integridad de 

dichas tierras, territorios y 

recursos o bienes naturales. 

 

La ley, considerando el respeto y 

fortalecimiento de la vida comunitaria 

de los ejidos y comunidades, 

protegerá la tierra para el 

asentamiento humano y regulará el 

aprovechamiento de tierras, bosques 

y aguas de uso común y la provisión 

de acciones de fomento necesarias 

para elevar el nivel de vida de sus 

pobladores. 

 

La ley, con respeto a la voluntad de los 

ejidatarios y comuneros para adoptar 

las condiciones que más les 

convengan en el aprovechamiento de 

sus recursos productivos, regulará el 

ejercicio de los derechos de los 

comuneros sobre la tierra y de cada 

ejidatario sobre su parcela. Asimismo 

establecerá los procedimientos por los 
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el derecho de preferencia que prevea 

la ley. 

 

Dentro de un mismo núcleo de 

población, ningún ejidatario podrá ser 

titular de más tierra que la equivalente 

al 5% del total de las tierras ejidales. 

En todo caso, la titularidad de tierras 

en favor de un solo ejidatario deberá 

ajustarse a los límites señalados en la 

fracción XV. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

La asamblea general es el órgano 

supremo del núcleo de población 

ejidal o comunal, con la organización 

y funciones que la ley señale. El 

comisariado ejidal o de bienes 

comunales, electo democráticamente 

en los términos de la ley, es el órgano 

de representación del núcleo y el 

cuales ejidatarios y comuneros 

podrán asociarse entre sí, con el 

Estado o con terceros y otorgar el uso 

de sus tierras; y, tratándose de 

ejidatarios, transmitir sus derechos 

parcelarios entre los miembros del 

núcleo de población; igualmente fijará 

los requisitos y procedimientos 

conforme a los cuales la asamblea 

ejidal otorgará al ejidatario el dominio 

sobre su parcela. En caso de 

enajenación de parcelas se respetará 

el derecho de preferencia que prevea 

la ley. 

 

Dentro de un mismo núcleo de 

población, ningún ejidatario podrá ser 

titular de más tierra que la equivalente 

al 5% del total de las tierras ejidales. 

En todo caso, la titularidad de tierras 

en favor de un solo ejidatario deberá 

ajustarse a los límites señalados en la 

fracción XV. 

 

La asamblea general es el órgano 

supremo del núcleo de población 

ejidal o comunal, con la organización 

y funciones que la ley señale. El 

comisariado ejidal o de bienes 

comunales, electo democráticamente 

en los términos de la ley, es el órgano 

de representación del núcleo y el 
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responsable de ejecutar las 

resoluciones de la asamblea. 

 

La restitución de tierras, bosques y 

aguas a los núcleos de población se 

hará en los términos de la ley 

reglamentaria; 

 

responsable de ejecutar las 

resoluciones de la asamblea. 

 

La restitución de tierras, bosques y 

aguas a los núcleos de población se 

hará en los términos de la ley 

reglamentaria; 

VIII.  Se declaran nulas: 

 

a)  Todas las enajenaciones de 

tierras, aguas y montes 

pertenecientes a los pueblos, 

rancherías, congregaciones o 

comunidades, hechas por los 

jefes políticos, Gobernadores 

de los Estados, o cualquiera 

otra autoridad local en 

contravención a lo dispuesto 

en la Ley de 25 de junio de 

1856 y demás leyes y 

disposiciones relativas; 

 

b)  Todas las concesiones: 

composiciones o ventas de 

tierras, aguas y montes, 

hechas por las Secretarías de 

Fomento, Hacienda o 

cualquiera otra autoridad 

federal, desde el día primero 

de diciembre de 1876, hasta la 

fecha, con las cuales se hayan 

VIII.  Se declaran nulas: 

 

a)  Todas las enajenaciones de 

tierras, aguas y montes 

pertenecientes a los pueblos, 

rancherías, congregaciones o 

comunidades, hechas por los 

jefes políticos, Gobernadores 

de los Estados, o cualquiera 

otra autoridad local en 

contravención a lo dispuesto en 

la Ley de 25 de junio de 1856 y 

demás leyes y disposiciones 

relativas; 

 

b)  Todas las concesiones: 

composiciones o ventas de 

tierras, aguas y montes, hechas 

por las Secretarías de 

Fomento, Hacienda o 

cualquiera otra autoridad 

federal, desde el día primero de 

diciembre de 1876, hasta la 

fecha, con las cuales se hayan 
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invadido y ocupado 

ilegalmente los ejidos, terrenos 

de común repartimiento o 

cualquiera otra clase, 

pertenecientes a los pueblos, 

rancherías, congregaciones o 

comunidades, y núcleos de 

población. 

 

c)  Todas las diligencias de apeo o 

deslinde, transacciones, 

enajenaciones o remates 

practicados durante el período 

de tiempo a que se refiere la 

fracción anterior, por 

compañías, jueces u otras 

autoridades de los Estados o 

de la Federación, con los 

cuales se hayan invadido u 

ocupado ilegalmente tierras, 

aguas y montes de los ejidos, 

terrenos de común 

repartimiento, o de cualquiera 

otra clase, pertenecientes a 

núcleos de población. 

 

Quedan exceptuadas de la nulidad anterior, 

únicamente las tierras que hubieren sido 

tituladas en los repartimientos hechos con 

apego a la Ley de 25 de junio de 1856 y 

poseídas en nombre propio a título de dominio 

invadido y ocupado ilegalmente 

los ejidos, terrenos de común 

repartimiento o cualquiera otra 

clase, pertenecientes a los 

pueblos, rancherías, 

congregaciones o 

comunidades, y núcleos de 

población. 

 

c)  Todas las diligencias de apeo o 

deslinde, transacciones, 

enajenaciones o remates 

practicados durante el período 

de tiempo a que se refiere la 

fracción anterior, por 

compañías, jueces u otras 

autoridades de los Estados o de 

la Federación, con los cuales se 

hayan invadido u ocupado 

ilegalmente tierras, aguas y 

montes de los ejidos, terrenos 

de común repartimiento, o de 

cualquiera otra clase, 

pertenecientes a núcleos de 

población. 

 

Quedan exceptuadas de la nulidad anterior, 

únicamente las tierras que hubieren 

sido tituladas en los repartimientos 

hechos con apego a la Ley de 25 de 

junio de 1856 y poseídas en nombre 

propio a título de dominio por más de 
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por más de diez años cuando su superficie no 

exceda de cincuenta hectáreas. 

diez años cuando su superficie no 

exceda de cincuenta hectáreas. 

IX.  La división o reparto que se hubiere 

hecho con apariencia de legítima 

entre los vecinos de algún núcleo de 

población y en la que haya habido 

error o vicio, podrá ser nulificada 

cuando así lo soliciten las tres cuartas 

partes de los vecinos que estén en 

posesión de una cuarta parte de los 

terrenos, materia de la división, o una 

cuarta parte de los mismos vecinos 

cuando estén en posesión de las tres 

cuartas partes de los terrenos. 

 

IX.  La división o reparto que se hubiere 

hecho con apariencia de legítima 

entre los vecinos de algún núcleo de 

población y en la que haya habido 

error o vicio, podrá ser nulificada 

cuando así lo soliciten las tres cuartas 

partes de los vecinos que estén en 

posesión de una cuarta parte de los 

terrenos, materia de la división, o una 

cuarta parte de los mismos vecinos 

cuando estén en posesión de las tres 

cuartas partes de los terrenos. 

 

 

X.  (Se deroga) 

X.  (Se deroga) 

XI.  (Se deroga) XI.  (Se deroga) 

XII.  (Se deroga) XII.  (Se deroga) 

XIII.  (Se deroga) XIII.  (Se deroga) 

XIV.  (Se deroga) XIV.  (Se deroga) 

XV.  En los Estados Unidos Mexicanos 

quedan prohibidos los latifundios. 

Se considera pequeña propiedad 

agrícola la que no exceda por individuo 

de cien hectáreas de riego o humedad 

de primera o sus equivalentes en otras 

clases de tierras. 

 

Para los efectos de la equivalencia se 

computará una hectárea de riego por 

dos de temporal, por cuatro de 

XV.  En los Estados Unidos Mexicanos 

quedan prohibidos los latifundios. 

        Se considera pequeña propiedad 

agrícola la que no exceda por 

individuo de cien hectáreas de riego o 

humedad de primera o sus 

equivalentes en otras clases de 

tierras. 

 

Para los efectos de la equivalencia se 

computará una hectárea de riego por dos 
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agostadero de buena calidad y por ocho 

de bosque, monte o agostadero en 

terrenos áridos. 

 

Se considerará, asimismo, como 

pequeña propiedad, la superficie que no 

exceda por individuo de ciento cincuenta 

hectáreas cuando las tierras se 

dediquen al cultivo de algodón, si 

reciben riego; y de trescientas, cuando 

se destinen al cultivo del plátano, caña 

de azúcar, café, henequén, hule, palma, 

vid, olivo, quina, vainilla, cacao, agave, 

nopal o árboles frutales. 

 

Se considerará pequeña propiedad 

ganadera la que no exceda por individuo 

la superficie necesaria para mantener 

hasta quinientas cabezas de ganado 

mayor o su equivalente en ganado 

menor, en los términos que fije la ley, de 

acuerdo con la capacidad forrajera de 

los terrenos. 

 

Cuando debido a obras de riego, drenaje 

o cualesquiera otras ejecutadas por los 

dueños o poseedores de una pequeña 

propiedad se hubiese mejorado la 

calidad de sus tierras, seguirá siendo 

considerada como pequeña propiedad, 

aún cuando, en virtud de la mejoría 

obtenida, se rebasen los máximos 

de temporal, por cuatro de agostadero de 

buena calidad y por ocho de bosque, 

monte o agostadero en terrenos áridos. 

 

Se considerará, asimismo, como 

pequeña propiedad, la superficie que no 

exceda por individuo de ciento cincuenta 

hectáreas cuando las tierras se dediquen 

al cultivo de algodón, si reciben riego; y 

de trescientas, cuando se destinen al 

cultivo del plátano, caña de azúcar, café, 

henequén, hule, palma, vid, olivo, quina, 

vainilla, cacao, agave, nopal o árboles 

frutales. 

 

Se considerará pequeña propiedad 

ganadera la que no exceda por individuo 

la superficie necesaria para mantener 

hasta quinientas cabezas de ganado 

mayor o su equivalente en ganado 

menor, en los términos que fije la ley, de 

acuerdo con la capacidad forrajera de los 

terrenos. 

 

Cuando debido a obras de riego, drenaje 

o cualesquiera otras ejecutadas por los 

dueños o poseedores de una pequeña 

propiedad se hubiese mejorado la calidad 

de sus tierras, seguirá siendo 

considerada como pequeña propiedad, 

aún cuando, en virtud de la mejoría 

obtenida, se rebasen los máximos 
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señalados por esta fracción, siempre que 

se reúnan los requisitos que fije la ley. 

 

Cuando dentro de una pequeña 

propiedad ganadera se realicen mejoras 

en sus tierras y éstas se destinen a usos 

agrícolas, la superficie utilizada para 

este fin no podrá exceder, según el caso, 

los límites a que se refieren los párrafos 

segundo y tercero de esta fracción que 

correspondan a la calidad que hubieren 

tenido dichas tierras antes de la mejora; 

señalados por esta fracción, siempre que 

se reúnan los requisitos que fije la ley. 

 

Cuando dentro de una pequeña 

propiedad ganadera se realicen mejoras 

en sus tierras y éstas se destinen a usos 

agrícolas, la superficie utilizada para este 

fin no podrá exceder, según el caso, los 

límites a que se refieren los párrafos 

segundo y tercero de esta fracción que 

correspondan a la calidad que hubieren 

tenido dichas tierras antes de la mejora; 

XVI.  (Se deroga) XVI.  (Se deroga) 

XVII.  El Congreso de la Unión y las 

legislaturas de los estados, en sus 

respectivas jurisdicciones, expedirán 

leyes que establezcan los 

procedimientos para el 

fraccionamiento y enajenación de las 

extensiones que llegaren a exceder 

los límites señalados en las 

fracciones IV y XV de este artículo. 

 

El excedente deberá ser fraccionado 

y enajenado por el propietario dentro 

del plazo de un año contado a partir 

de la notificación correspondiente. Si 

transcurrido el plazo el excedente no 

se ha enajenado, la venta deberá 

hacerse mediante pública almoneda. 

En igualdad de condiciones, se 

XVII.  El Congreso de la Unión y las 

legislaturas de los estados, en sus 

respectivas jurisdicciones, expedirán 

leyes que establezcan los 

procedimientos para el 

fraccionamiento y enajenación de las 

extensiones que llegaren a exceder 

los límites señalados en las fracciones 

IV y XV de este artículo. 

 

El excedente deberá ser fraccionado y 

enajenado por el propietario dentro del 

plazo de un año contado a partir de la 

notificación correspondiente. Si 

transcurrido el plazo el excedente no 

se ha enajenado, la venta deberá 

hacerse mediante pública almoneda. 

En igualdad de condiciones, se 
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respetará el derecho de preferencia 

que prevea la ley reglamentaria. 

 

Las leyes locales organizarán el 

patrimonio de familia, determinando 

los bienes que deben constituirlo, 

sobre la base de que será inalienable 

y no estará sujeto a embargo ni a 

gravamen ninguno; 

respetará el derecho de preferencia 

que prevea la ley reglamentaria. 

 

Las leyes locales organizarán el 

patrimonio de familia, determinando 

los bienes que deben constituirlo, 

sobre la base de que será inalienable 

y no estará sujeto a embargo ni a 

gravamen ninguno; 

XVIII.  Se declaran revisables todos los 

contratos y concesiones hechas por 

los Gobiernos anteriores desde el año 

de 1876, que hayan traído por 

consecuencia el acaparamiento de 

tierras, aguas y riquezas naturales de 

la Nación, por una sola persona o 

sociedad, y se faculta al Ejecutivo de 

la Unión para declararlos nulos 

cuando impliquen perjuicios graves 

para el interés público. 

 

XVIII.  Se declaran revisables todos los 

contratos y concesiones hechas por 

los Gobiernos anteriores desde el año 

de 1876, que hayan traído por 

consecuencia el acaparamiento de 

tierras, aguas y riquezas naturales de 

la Nación, por una sola persona o 

sociedad, y se faculta al Ejecutivo de 

la Unión para declararlos nulos 

cuando impliquen perjuicios graves 

para el interés público. 

 

XIX.  Con base en esta Constitución, el 

Estado dispondrá las medidas para la 

expedita y honesta impartición de la 

justicia agraria, con objeto de 

garantizar la seguridad jurídica en la 

tenencia de le (sic DOF 03-02-1983) 

tierra ejidal, comunal y de la pequeña 

propiedad, y apoyará la asesoría 

legal de los campesinos. 

 

XIX.  Con base en esta Constitución, el 

Estado dispondrá las medidas para la 

expedita y honesta impartición de la 

justicia agraria, con objeto de 

garantizar la seguridad jurídica en la 

tenencia de le (sic DOF 03-02-1983) 

tierra ejidal, comunal y de la pequeña 

propiedad, y apoyará la asesoría legal 

de los campesinos. 
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Son de jurisdicción federal todas las 

cuestiones que por límites de 

terrenos ejidales y comunales, 

cualquiera que sea el origen de éstos, 

se hallen pendientes o se susciten 

entre dos o más núcleos de 

población; así como las relacionadas 

con la tenencia de la tierra de los 

ejidos y comunidades. Para estos 

efectos y, en general, para la 

administración de justicia agraria, la 

ley instituirá tribunales dotados de 

autonomía y plena jurisdicción, 

integrados por magistrados 

propuestos por el Ejecutivo Federal y 

designados por la Cámara de 

Senadores o, en los recesos de ésta, 

por la Comisión Permanente. 

Son de jurisdicción federal todas las 

cuestiones que por límites de terrenos 

ejidales y comunales, cualquiera que 

sea el origen de éstos, se hallen 

pendientes o se susciten entre dos o 

más núcleos de población; así como 

las relacionadas con la tenencia de la 

tierra de los ejidos y comunidades. 

Para estos efectos y, en general, para 

la administración de justicia agraria, la 

ley instituirá tribunales dotados de 

autonomía y plena jurisdicción, 

integrados por magistrados 

propuestos por el Ejecutivo Federal y 

designados por la Cámara de 

Senadores o, en los recesos de ésta, 

por la Comisión Permanente. 

La ley establecerá un órgano para la 

procuración de justicia agraria, y 

La ley establecerá un órgano para la 

procuración de justicia agraria, y 

XX.  El Estado promoverá las condiciones 

para el desarrollo rural integral, con el 

propósito de generar empleo y 

garantizar a la población campesina 

el bienestar y su participación e 

incorporación en el desarrollo 

nacional, y fomentará la actividad 

agropecuaria y forestal para el óptimo 

uso de la tierra, con obras de 

infraestructura, insumos, créditos, 

servicios de capacitación y asistencia 

técnica. Asimismo expedirá la 

XX.  El Estado promoverá las condiciones 

para el desarrollo rural integral, 

intercultural y sostenible, a través 

de políticas de fomento a la 

producción nacional y la soberanía 

alimentaria que garanticen con el 

propósito de generar empleo y 

garantizar a la población campesina, 

indígena y afromexicana, el 

desarrollo y protección de 

prácticas agroecológicas, cultivos 

tradicionales con semillas nativas, 
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legislación reglamentaria para 

planear y organizar la producción 

agropecuaria, su industrialización y 

comercialización, considerándolas de 

interés público. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

El desarrollo rural integral y 

sustentable a que se refiere el párrafo 

anterior, también tendrá entre sus 

fines que el Estado garantice el 

abasto suficiente y oportuno de los 

alimentos básicos que la ley 

establezca. 

 

en especial el sistema milpa, los 

recursos agroalimentarios, 

conocimientos tradicionales, 

patrimonio biocultural el bienestar y 

su participación e incorporación en el 

desarrollo nacional, y fomentará la 

actividad agropecuaria y forestal para 

el óptimo uso de la tierra, con obras de 

infraestructura, insumos, créditos, 

servicios de capacitación y asistencia 

técnica, culturalmente pertinentes, 

libres del uso de sustancias 

peligrosas, organismos 

genéticamente modificados y 

productos químicos tóxicos. 

Asimismo expedirá la legislación 

reglamentaria para planear y 

organizar la producción agropecuaria, 

su industrialización y 

comercialización, considerándolas de 

interés público. 

 

El desarrollo rural integral y 

sustentable a que se refiere el párrafo 

anterior, también tendrá entre sus 

fines que el Estado garantice la 

producción nacional, el abasto 

suficiente y oportuno de los alimentos 

básicos y estratégicos que la ley 

establezca. 

 TRANSITORIOS 
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Primero. El presente decreto entra en vigor al 

día siguiente de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación.  

 

Segundo. A partir de la entrada en vigor de este 

decreto, se derogan todas las disposiciones que 

se opongan a lo establecido en el presente 

decreto.  

 

Tercero. Los ajustes en las leyes 

reglamentarias del artículo 27 constitucional, 

deberán estar orientados a fortalecer la 

soberanía alimentaria de México, dotando a la 

Clase Campesina constituida con la propiedad 

social de ejidos, comunidades y pueblos 

indígenas, de todos los medios necesarios para 

el uso y usufructo sostenible de las tierras, 

aguas, y biodiversidad.  

 

Cuarto. El Congreso de la Unión, en un plazo 

de 180 días, contados a partir de la entrada en 

vigor de este decreto, deberá armonizar el 

marco jurídico de las leyes reglamentarias del 

artículo 27, para alinearlo a sus mandatos.  

 

Quinto. La Cámara de Diputados tendrá un 

plazo de 6 meses, para realizar estudios e 

investigaciones que sean necesarios, sobre los 

efectos sociales y económicos en la seguridad y 

soberanía alimentaria nacional, de las reformas 

y derogaciones de fracciones y párrafos 

realizadas en el año 1992 al artículo 27 
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constitucional, con el propósito de definir las 

medidas y estrategias necesarias para 

recuperar la soberanía alimentaria nacional. 

 

Sexto. El titular del Ejecutivo Federal, creará la 

Secretaría de Desarrollo Agrario y Productivo 

que tendrá como propósitos fundamentales los 

siguientes:  

 

a) Coordinar bajo su despacho, a todas las 

Unidades Administrativas, del sector central, 

que sea necesario resectorizar de las 

Secretarías del Bienestar, de la Secretaría de 

Agricultura y Desarrollo Rural, y de la Secretaría 

de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano como 

el Registro Agrario Nacional, el Archivo General 

Agrario, y de la Procuraduría Agraria, así, como 

aquellos organismos desconcentrados y 

descentralizados que se considere necesario, y 

que serán resectorizadas y coordinadas por la 

nueva Secretaría, la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal y las . 

 

b) Regularizar y actualizar la realidad nacional 

de la justica agraria en ejidos, comunidades y 

pueblos indígenas y afromexicanos;  

 

c) Promover la organización económica 

colectiva de las unidades económicas 

productivas de la propiedad social para 

incrementar la producción y la productividad 

local y fortalecer la soberanía y autosuficiencia 
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alimentaria, por ello quedará prohibido el uso 

del glifosato en la producción agropecuaria de 

alimentos para humanos y de especies 

ganaderas, la Ley establecerá los listados 

oficiales de productos prohibidos y de uso 

controlado en México; 

 

d) Crear las condiciones para que las 

asambleas de ejidos, comunidades, pueblos 

indígenas y afromexicanos, sean la unidad 

básica de la planeación del desarrollo local con 

equidad, inclusión, sostenibilidad y 

participación, como lo prevé el sistema nacional 

de planeación, del artículo 26 constitucional, la 

Secretaría diseñará e implementará el Atlas de 

la Fertilidad de las tierras agropecuarias de 

México, para atender la bio-recuperación de 

salud y fertilidad de las tierras que presente 

diversos grados de deterioro de su fertilidad, 

ocasionado por el uso desordenado y abusivo 

de sustancias agrotóxicas como el glifosato, las 

atrazinas y los organofosforados, según lo 

prevea la Ley; 

 

e) Para el mejor aprovechamiento de todos los 

recursos territoriales disponibles de los ejidos y 

comunidades, éstos realizarán la planeación 

sustentable de sus recursos con enfoque de 

sostenibilidad de corto, mediano y largo plazos, 

generación de empleos dignos, y la producción 

de alimentos sanos y saludables libres de 

agrotóxicos y cultivos transgénicos; 
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f) Para lograr y mantener la soberanía 

alimentaria de la nación con estrategias que 

movilicen y aprovechen todo el potencial socio 

productivo de la Propiedad Social de ejidos, 

comunidades y pueblos indígenas y 

afromexicanos; el gobierno respetará y 

fortalecerá sus aspectos culturales como el 

idioma materno, el cuidado de la naturaleza y el 

medio ambiente, y las prácticas culturales 

tradicionales;  

 

g) Se preverán los recursos presupuestales 

necesarios para apoyar a los ejidos, 

comunidades indígenas y pueblos indígenas y 

afromexicanos, para realizar actividades de 

capacitación, asistencia técnica, producción y 

adquisición de bioinsumos, aprovechamiento y 

producción agropecuario, silvícolas, forestal, 

pesquero y acuícola, así como recursos pare 

realizar, la cosechas, acopio, almacenamiento, 

transporte, transformación y 

agroindustrialización, distribución y consumo de 

todos los bienes y de los servicios de soporte y 

apoyo que sean necesarios;  

 

h) Deberán preverse recursos presupuestarios 

públicos y sociales, para generar sistemas de 

capitalización, ahorro, préstamo, e inversión, 

para el avío y el refaccionario, necesarios para 

capitalizar las unidades de producción 

agrícolas, pecuarias, silvícolas, forestales, 
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pesqueras y acuícolas, así como las dedicadas 

al transporte y transformación de la producción; 

 

i) Para garantizar acceso al crédito oportuno, de 

bajo costo, el Estado mexicano, deberá aprobar 

los cambios legales que sean necesarios, para 

crear y fortalecer la Banca Social Mexicana, en 

donde la Clase Campesina, y otras 

organizaciones y sociedades del sector social 

de la economía, podrán depositar sus recursos 

numerarios, provenientes de remesas, 

transferencias públicas, y otros ingresos lícitos, 

y generar y consolidar el Fondo Social del 

Ahorro, Seguro y Pensión para el Retiro 

campesino, podrán constituir y operar Fondos 

de préstamos prendarios, e inversión para la 

capitalización rural de sus unidades productivas 

organizadas en colectivo, en sintonía con lo 

previsto en el párrafo octavo del artículo 25 

Constitucional. 

 

Séptimo. Las erogaciones que se generen con 

motivo de la reforma efectuada por este decreto 

se realizarán con cargo a los recursos 

aprobados expresamente para esos fines por la 

Cámara de Diputados en los respectivos 

presupuestos de egresos de los ejecutores de 

gasto correspondientes: en caso de que se 

realice alguna modificación a la estructura 

orgánica de los ejecutores, esta deberá llevarse 

a cabo mediante movimientos compensados 

conforme a las disposiciones jurídicas 
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aplicables, por lo que en ningún caso se 

autorizarán ampliaciones a sus presupuestos de 

egresos en el presente ejercicio fiscal. 

 

Octava. Las legislaturas de las entidades 

federativas deben realizar las adecuaciones 

normativas necesarias para cumplir con los 

fines establecidos en el presente decreto, 

dentro de los trescientos sesenta días naturales 

siguientes a su publicación. 

 

TEXTO NORMATIVO PROPUESTO 

Por lo anteriormente expuesto, me permito presentar ante el pleno de esta 

soberanía el siguiente: 

 

DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL 

ARTÍCULO 27 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS, EN MATERIA DE PROPIEDAD SOCIAL, BIODIVERSIDAD, 

AUTORIDADES Y OTROS TEMAS DEL PACTO SOCIAL DE 1917. 

 

ÚNICO. Se reforman el primer, tercer, quinto, sexto y séptimo párrafo y las 

fracciones I, VII y XX y se adiciona el párrafo cuarto del artículo 27 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:  
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Artículo 27. La propiedad de las tierras, la biodiversidad, el valor intrínseco de los bienes 

del subsuelo, el espectro radioeléctrico, y las aguas comprendidas dentro de los límites del 

territorio nacional, corresponde originariamente a la Nación, la cual ha tenido y tiene el derecho 

de transmitir el dominio de ellas a los particulares, constituyendo la propiedad privada y, a los 

ejidos, comunidades y Pueblos indígenas, constituyendo la propiedad social. 

 

Las expropiaciones sólo podrán hacerse por causa de utilidad pública y mediante 

indemnización. 

 

La nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad privada y social las 

modalidades que dicte el interés público, así como el de regular, en beneficio social, el 

aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de apropiación, con objeto de hacer 

una distribución equitativa de la riqueza pública, cuidar de su conservación, lograr el desarrollo 

equilibrado del país y el mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y urbana. 

En consecuencia, se dictarán las medidas necesarias para ordenar los asentamientos humanos y 

establecer adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, a efecto 

de ejecutar obras públicas y de planear y regular la fundación, conservación, mejoramiento y 

crecimiento de los centros de población; para preservar y restaurar el equilibrio ecológico; para el 

fraccionamiento de los latifundios; para disponer, en los términos de la ley reglamentaria, la 

organización y explotación colectiva de los ejidos y comunidades; para el desarrollo de la pequeña 

propiedad rural; para el fomento de la agricultura, de la ganadería, de la silvicultura y de las demás 

actividades económicas en el medio rural, y para evitar la destrucción de los elementos naturales 

y los daños que la propiedad pueda sufrir en perjuicio de la sociedad. 

 

Son propiedad de la nación; los vestigios, construcciones, monumentos 

arquitectónicos, albarradas, cerámicas, estatuillas, utensilios, herramientas, semillas y 

especies originarias del territorio nacional, osamentas, diseños y tejidos de ropa, 

conocimientos ancestrales, idiomas, escrituras, códices, pinturas, esquelas, murales, 

manuscritos, planos, mapas, sistemas numéricos, astronómicos, centros ceremoniales, 

ceremonias, música, danzas, cantos, instrumentos musicales, el arte en todas sus 

manifestaciones de los pueblos originarios que habitaron el territorio nacional. 
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Corresponde a la Nación el dominio directo15 de todos los recursos naturales de la plataforma 

continental y los zócalos submarinos de las islas; del germoplasma de la biodiversidad 

endémica; de todos los minerales o substancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos, 

constituyan depósitos cuya naturaleza sea distinta de los componentes de los terrenos, tales como 

los minerales de los que se extraigan metales y metaloides utilizados en la industria; los 

yacimientos de piedras preciosas, de sal de gema y las salinas formadas directamente por las 

aguas marinas; los productos derivados de la descomposición de las rocas, cuando su explotación 

necesite trabajos subterráneos; los yacimientos minerales u orgánicos de materias susceptibles 

de ser utilizadas como fertilizantes; los combustibles minerales sólidos; el petróleo y todos los 

carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos; y el espacio situado sobre el territorio 

nacional, en la extensión y términos que fije el Derecho Internacional. 

Son propiedad de la Nación las aguas de los mares territoriales en la extensión y términos que 

fije el Derecho Internacional; las aguas marinas interiores; las de las lagunas y esteros que se 

comuniquen permanente o intermitentemente con el mar; las de los lagos interiores de formación 

natural que estén ligados directamente a corrientes constantes; las de los ríos y sus afluentes 

directos o indirectos, desde el punto del cauce en que se inicien las primeras aguas permanentes, 

intermitentes o torrenciales, hasta su desembocadura en el mar, lagos, lagunas o esteros de 

propiedad nacional; las de las corrientes constantes o intermitentes y sus afluentes directos o 

indirectos, cuando el cauce de aquéllas en toda su extensión o en parte de ellas, sirva de límite al 

territorio nacional o a dos entidades federativas, o cuando pase de una entidad federativa a otra o 

cruce la línea divisoria de la República; la de los lagos, lagunas o esteros cuyos vasos, zonas o 

riberas, estén cruzadas por líneas divisorias de dos o más entidades o entre la República y un 

país vecino, o cuando el límite de las riberas sirva de lindero entre dos entidades federativas o a 

la República con un país vecino; las de los manantiales que broten en las playas, zonas marítimas, 

cauces, vasos o riberas de los lagos, lagunas o esteros de propiedad nacional, y las que se 

extraigan de las minas; y los cauces, lechos o riberas de los lagos y corrientes interiores en la 

extensión que fija la ley. Las aguas del subsuelo pueden ser libremente alumbradas mediante 

obras artificiales, pero cuando lo exija el interés público o se afecten otros aprovechamientos, el 

                                            
15 El concepto de dominio directo, tiene que ver con la imprescriptibilidad de la propiedad de la nación, 
párrafos 1° (la nación tiene la propiedad originaria de tierras y aguas), 3° (derecho de la nación de 
imponer modalidades a la propiedad privada y de regular en beneficio social elementos susceptibles de 
apropiación; sobre recursos naturales de la plataforma continental y del subsuelo), y 4° (Dominio directo 
de la nación sobre los recursos naturales y los recursos del subsuelo, hidrocarburos). 
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Ejecutivo Federal podrá reglamentar su extracción y utilización y aún establecer zonas vedadas, 

al igual que para las demás aguas de propiedad nacional. Cualesquiera otras aguas no incluidas 

en la enumeración anterior, se considerarán como parte integrante de los terrenos por los que 

corran o en los que se encuentren sus depósitos, pero si se localizaren en dos o más predios, el 

aprovechamiento de estas aguas se considerará de utilidad pública en términos de ley.  

 

En los casos a que se refieren los dos párrafos anteriores, el dominio de la Nación es 

inalienable e imprescriptible16 y la explotación, el uso o el aprovechamiento de los recursos de que 

se trata, por los particulares o por sociedades constituidas conforme a las leyes mexicanas, no 

podrá realizarse sino mediante concesiones, otorgadas por el Ejecutivo Federal, de acuerdo con 

las reglas y condiciones que establezcan las leyes, salvo en radiodifusión y telecomunicaciones, 

que serán otorgadas por el Instituto Federal de Telecomunicaciones. Los concesionarios y 

contratistas de bienes o infraestructuras propiedad de la nación, no podrán incorporar su 

valor intrínseco como activos de su propiedad. Las normas legales relativas a obras o trabajos 

de explotación de los minerales y substancias a que se refiere el párrafo cuarto, regularán la 

ejecución y comprobación de los que se efectúen o deban efectuarse a partir de su vigencia, 

independientemente de la fecha de otorgamiento de las concesiones, y su inobservancia dará 

lugar a la cancelación de éstas. El Gobierno Federal tiene la facultad de establecer reservas 

nacionales y suprimirlas. Las declaratorias correspondientes se harán por el Ejecutivo en los casos 

y condiciones que las leyes prevean. Tratándose de minerales radiactivos, litio y otros minerales 

estratégicos para la transición energética, no se otorgarán concesiones. Corresponde 

exclusivamente a la Nación la planeación y el control del sistema eléctrico nacional, así como el 

servicio público de transmisión y distribución de energía eléctrica; en estas actividades no se 

otorgarán concesiones, sin perjuicio de que el Estado pueda celebrar contratos con particulares 

en los términos que establezcan las leyes, mismas que determinarán la forma en que los 

particulares podrán participar en las demás actividades de la industria eléctrica. 

Tratándose del petróleo y de los hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos, la propiedad de la 

Nación es inalienable e imprescriptible y no se otorgarán concesiones. Con el propósito de obtener 

ingresos para el Estado que contribuyan al desarrollo de largo plazo de la Nación, ésta llevará a 

cabo las actividades de exploración y extracción del petróleo y demás hidrocarburos mediante 

                                            
16 Dominio inalienable e imprescriptible de la Nación sobre Recursos naturales, minerales, yacimientos, 
hidrocarburos (3°) y aguas (4°) 
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asignaciones a empresas productivas del Estado o a través de contratos con éstas o con 

particulares, en los términos de la Ley Reglamentaria. Para cumplir con el objeto de dichas 

asignaciones o contratos las empresas productivas del Estado podrán contratar con particulares. 

En cualquier caso, los hidrocarburos en el subsuelo son propiedad de la Nación y así deberá 

afirmarse en las asignaciones o contratos. 

Corresponde también a la Nación el aprovechamiento de los combustibles nucleares para la 

generación de energía nuclear y la regulación de sus aplicaciones en otros propósitos. El uso de 

la energía nuclear sólo podrá tener fines pacíficos. 

La Nación ejerce en una zona económica exclusiva situada fuera del mar territorial y adyacente 

a éste, los derechos de soberanía y las jurisdicciones que determinen las leyes del Congreso. La 

zona económica exclusiva se extenderá a doscientas millas náuticas, medidas a partir de la línea 

de base desde la cual se mide el mar territorial. En aquellos casos en que esa extensión produzca 

superposición con las zonas económicas exclusivas de otros Estados, la delimitación de las 

respectivas zonas se hará en la medida en que resulte necesario, mediante acuerdo con estos 

Estados. 

La capacidad para adquirir el dominio de las tierras y aguas de la Nación, se regirá por las 

siguientes prescripciones: 

I.  Sólo los mexicanos por nacimiento o por naturalización y las sociedades mexicanas 

tienen derecho para adquirir el dominio de las tierras, aguas y sus accesiones o para 

obtener concesiones de explotación de minas o aguas. El Estado podrá conceder el 

mismo derecho a los extranjeros, siempre que convengan ante la Secretaría de 

Relaciones en considerarse como nacionales respecto de dichos bienes y en no invocar 

por lo mismo la protección de sus gobiernos por lo que se refiere a aquéllos; bajo la 

pena, en caso de faltar al convenio, de perder en beneficio de la Nación, los bienes que 

hubieren adquirido en virtud del mismo. En una faja de cien kilómetros a lo largo de las 

fronteras y de cincuenta en las playas y en toda la región Istmo de Tehuantepec, en 

ambos lados de las vías centrales del Corredor Interoceánico del Istmo de 

Tehuantepec de los estados libres y soberanos de Oaxaca y Veracruz de Ignacio 

de la Llave, por ningún motivo podrán los extranjeros adquirir el dominio directo sobre 

tierras y aguas. 

El Estado de acuerdo con los intereses públicos internos y los principios de reciprocidad, 

podrá, a juicio de la Secretaría de Relaciones, conceder autorización a los Estados 
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extranjeros para que adquieran, en el lugar permanente de la residencia de los Poderes 

Federales, la propiedad privada de bienes inmuebles necesarios para el servicio directo 

de sus embajadas o legaciones. 

II.  Las asociaciones religiosas que se constituyan en los términos del artículo 130 y su ley 

reglamentaria tendrán capacidad para adquirir, poseer o administrar, exclusivamente, 

los bienes que sean indispensables para su objeto, con los requisitos y limitaciones que 

establezca la ley reglamentaria; 

III.  Las instituciones de beneficencia, pública o privada, que tengan por objeto el auxilio de 

los necesitados, la investigación científica, la difusión de la enseñanza, la ayuda 

recíproca de los asociados, o cualquier otro objeto lícito, no podrán adquirir más bienes 

raíces que los indispensables para su objeto, inmediata o directamente destinados a él, 

con sujeción a lo que determine la ley reglamentaria; 

IV.  Las sociedades mercantiles por acciones podrán ser propietarias de terrenos rústicos 

pero únicamente en la extensión que sea necesaria para el cumplimiento de su objeto. 

 

En ningún caso las sociedades de esta clase podrán tener en propiedad tierras 

dedicadas a actividades agrícolas, ganaderas o forestales en mayor extensión que la 

respectiva equivalente a veinticinco veces los límites señalados en la fracción XV de este 

artículo. La ley reglamentaria regulará la estructura de capital y el número mínimo de 

socios de estas sociedades, a efecto de que las tierras propiedad de la sociedad no 

excedan en relación con cada socio los límites de la pequeña propiedad. En este caso, 

toda propiedad accionaria individual, correspondiente a terrenos rústicos, será 

acumulable para efectos de cómputo. Asimismo, la ley señalará las condiciones para la 

participación extranjera en dichas sociedades. 

 

La propia ley establecerá los medios de registro y control necesarios para el 

cumplimiento de lo dispuesto por esta fracción; 

V.  Los bancos debidamente autorizados, conforme a las leyes de instituciones de crédito, 

podrán tener capitales impuestos, sobre propiedades urbanas y rústicas de acuerdo con 

las prescripciones de dichas leyes, pero no podrán tener en propiedad o en 

administración más bienes raíces que los enteramente necesarios para su objeto directo. 
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VI.  Las entidades federativas, lo mismo que los Municipios de toda la República, tendrán 

plena capacidad para adquirir y poseer todos los bienes raíces necesarios para los 

servicios públicos. 

 

Las leyes de la Federación y de las entidades federativas en sus respectivas 

jurisdicciones, determinarán los casos en que sea de utilidad pública la ocupación de la 

propiedad privada, y de acuerdo con dichas leyes la autoridad administrativa hará la 

declaración correspondiente. El precio que se fijará como indemnización a la cosa 

expropiada, se basará en la cantidad que como valor fiscal de ella figure en las oficinas 

catastrales o recaudadoras, ya sea que este valor haya sido manifestado por el 

propietario o simplemente aceptado por él de un modo tácito por haber pagado sus 

contribuciones con esta base. El exceso de valor o el demérito que haya tenido la 

propiedad particular por las mejoras o deterioros ocurridos con posterioridad a la fecha 

de la asignación del valor fiscal, será lo único que deberá quedar sujeto a juicio pericial 

y a resolución judicial. Esto mismo se observará cuando se trate de objetos cuyo valor 

no esté fijado en las oficinas rentísticas. 

 

El ejercicio de las acciones que corresponden a la Nación, por virtud de las disposiciones del 

presente artículo, se hará efectivo por el procedimiento judicial; pero dentro de este 

procedimiento y por orden de los tribunales correspondientes, que se dictará en el plazo 

máximo de un mes, las autoridades administrativas procederán desde luego a la 

ocupación, administración, remate o venta de las tierras o aguas de que se trate y todas 

sus accesiones, sin que en ningún caso pueda revocarse lo hecho por las mismas 

autoridades antes que se dicte sentencia ejecutoriada. 

VII.  Se reconoce la personalidad jurídica de los núcleos de población ejidales y comunales 

y se protege su propiedad sobre la tierra, tanto para el asentamiento humano como para 

actividades productivas.  

 

          Se reconoce la relación especial de los pueblos indígenas con sus tierras, 

territorios y recursos o bienes naturales, así como sus costumbres y sistemas de 

tenencia de la tierra, por lo que los pueblos y comunidades indígenas tienen 
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derecho a la propiedad de sus tierras, territorios y recursos o bienes naturales, en 

sintonía con el párrafo primero de este artículo. 

 

La ley protegerá la integridad de dichas tierras, territorios y recursos o bienes 

naturales. 

 

La ley, considerando el respeto y fortalecimiento de la vida comunitaria de los ejidos y 

comunidades, protegerá la tierra para el asentamiento humano y regulará el 

aprovechamiento de tierras, bosques y aguas de uso común y la provisión de acciones 

de fomento necesarias para elevar el nivel de vida de sus pobladores. 

 

La ley, con respeto a la voluntad de los ejidatarios y comuneros para adoptar las 

condiciones que más les convengan en el aprovechamiento de sus recursos productivos, 

regulará el ejercicio de los derechos de los comuneros sobre la tierra y de cada ejidatario 

sobre su parcela. Asimismo establecerá los procedimientos por los cuales ejidatarios y 

comuneros podrán asociarse entre sí, con el Estado o con terceros y otorgar el uso de 

sus tierras; y, tratándose de ejidatarios, transmitir sus derechos parcelarios entre los 

miembros del núcleo de población; igualmente fijará los requisitos y procedimientos 

conforme a los cuales la asamblea ejidal otorgará al ejidatario el dominio sobre su 

parcela. En caso de enajenación de parcelas se respetará el derecho de preferencia que 

prevea la ley. 

 

Dentro de un mismo núcleo de población, ningún ejidatario podrá ser titular de más tierra 

que la equivalente al 5% del total de las tierras ejidales. En todo caso, la titularidad de 

tierras en favor de un solo ejidatario deberá ajustarse a los límites señalados en la 

fracción XV. 

 

La asamblea general es el órgano supremo del núcleo de población ejidal o comunal, 

con la organización y funciones que la ley señale. El comisariado ejidal o de bienes 

comunales, electo democráticamente en los términos de la ley, es el órgano de 

representación del núcleo y el responsable de ejecutar las resoluciones de la asamblea. 
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La restitución de tierras, bosques y aguas a los núcleos de población se hará en los 

términos de la ley reglamentaria; 

VIII.  Se declaran nulas: 

 

a)  Todas las enajenaciones de tierras, aguas y montes pertenecientes a los pueblos, 

rancherías, congregaciones o comunidades, hechas por los jefes políticos, 

Gobernadores de los Estados, o cualquiera otra autoridad local en contravención 

a lo dispuesto en la Ley de 25 de junio de 1856 y demás leyes y disposiciones 

relativas; 

 

b)  Todas las concesiones: composiciones o ventas de tierras, aguas y montes, 

hechas por las Secretarías de Fomento, Hacienda o cualquiera otra autoridad 

federal, desde el día primero de diciembre de 1876, hasta la fecha, con las cuales 

se hayan invadido y ocupado ilegalmente los ejidos, terrenos de común 

repartimiento o cualquiera otra clase, pertenecientes a los pueblos, rancherías, 

congregaciones o comunidades, y núcleos de población. 

 

c)  Todas las diligencias de apeo o deslinde, transacciones, enajenaciones o remates 

practicados durante el período de tiempo a que se refiere la fracción anterior, por 

compañías, jueces u otras autoridades de los Estados o de la Federación, con los 

cuales se hayan invadido u ocupado ilegalmente tierras, aguas y montes de los 

ejidos, terrenos de común repartimiento, o de cualquiera otra clase, 

pertenecientes a núcleos de población. 

 

Quedan exceptuadas de la nulidad anterior, únicamente las tierras que hubieren sido tituladas 

en los repartimientos hechos con apego a la Ley de 25 de junio de 1856 y poseídas en 

nombre propio a título de dominio por más de diez años cuando su superficie no exceda 

de cincuenta hectáreas. 

IX.  La división o reparto que se hubiere hecho con apariencia de legítima entre los vecinos 

de algún núcleo de población y en la que haya habido error o vicio, podrá ser nulificada 

cuando así lo soliciten las tres cuartas partes de los vecinos que estén en posesión de 
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una cuarta parte de los terrenos, materia de la división, o una cuarta parte de los mismos 

vecinos cuando estén en posesión de las tres cuartas partes de los terrenos. 

 

X.  (Se deroga) 

XI.  (Se deroga) 

XII.  (Se deroga) 

XIII.  (Se deroga) 

XIV.  (Se deroga) 

XV.  En los Estados Unidos Mexicanos quedan prohibidos los latifundios. 

        Se considera pequeña propiedad agrícola la que no exceda por individuo de cien 

hectáreas de riego o humedad de primera o sus equivalentes en otras clases de tierras. 

 

Para los efectos de la equivalencia se computará una hectárea de riego por dos de 

temporal, por cuatro de agostadero de buena calidad y por ocho de bosque, monte o 

agostadero en terrenos áridos. 

 

Se considerará, asimismo, como pequeña propiedad, la superficie que no exceda por 

individuo de ciento cincuenta hectáreas cuando las tierras se dediquen al cultivo de 

algodón, si reciben riego; y de trescientas, cuando se destinen al cultivo del plátano, caña 

de azúcar, café, henequén, hule, palma, vid, olivo, quina, vainilla, cacao, agave, nopal o 

árboles frutales. 

 

Se considerará pequeña propiedad ganadera la que no exceda por individuo la superficie 

necesaria para mantener hasta quinientas cabezas de ganado mayor o su equivalente en 

ganado menor, en los términos que fije la ley, de acuerdo con la capacidad forrajera de los 

terrenos. 

 

Cuando debido a obras de riego, drenaje o cualesquiera otras ejecutadas por los dueños o 

poseedores de una pequeña propiedad se hubiese mejorado la calidad de sus tierras, 

seguirá siendo considerada como pequeña propiedad, aún cuando, en virtud de la mejoría 

obtenida, se rebasen los máximos señalados por esta fracción, siempre que se reúnan los 

requisitos que fije la ley. 
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Cuando dentro de una pequeña propiedad ganadera se realicen mejoras en sus tierras y 

éstas se destinen a usos agrícolas, la superficie utilizada para este fin no podrá exceder, 

según el caso, los límites a que se refieren los párrafos segundo y tercero de esta fracción 

que correspondan a la calidad que hubieren tenido dichas tierras antes de la mejora; 

XVI.  (Se deroga) 

XVII.  El Congreso de la Unión y las legislaturas de los estados, en sus respectivas 

jurisdicciones, expedirán leyes que establezcan los procedimientos para el 

fraccionamiento y enajenación de las extensiones que llegaren a exceder los límites 

señalados en las fracciones IV y XV de este artículo. 

 

El excedente deberá ser fraccionado y enajenado por el propietario dentro del plazo de 

un año contado a partir de la notificación correspondiente. Si transcurrido el plazo el 

excedente no se ha enajenado, la venta deberá hacerse mediante pública almoneda. En 

igualdad de condiciones, se respetará el derecho de preferencia que prevea la ley 

reglamentaria. 

 

Las leyes locales organizarán el patrimonio de familia, determinando los bienes que 

deben constituirlo, sobre la base de que será inalienable y no estará sujeto a embargo 

ni a gravamen ninguno; 

XVIII.  Se declaran revisables todos los contratos y concesiones hechas por los Gobiernos 

anteriores desde el año de 1876, que hayan traído por consecuencia el acaparamiento 

de tierras, aguas y riquezas naturales de la Nación, por una sola persona o sociedad, y 

se faculta al Ejecutivo de la Unión para declararlos nulos cuando impliquen perjuicios 

graves para el interés público. 

 

XIX.  Con base en esta Constitución, el Estado dispondrá las medidas para la expedita y 

honesta impartición de la justicia agraria, con objeto de garantizar la seguridad jurídica 

en la tenencia de le (sic DOF 03-02-1983) tierra ejidal, comunal y de la pequeña 

propiedad, y apoyará la asesoría legal de los campesinos. 
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Son de jurisdicción federal todas las cuestiones que por límites de terrenos ejidales y 

comunales, cualquiera que sea el origen de éstos, se hallen pendientes o se susciten 

entre dos o más núcleos de población; así como las relacionadas con la tenencia de la 

tierra de los ejidos y comunidades. Para estos efectos y, en general, para la 

administración de justicia agraria, la ley instituirá tribunales dotados de autonomía y 

plena jurisdicción, integrados por magistrados propuestos por el Ejecutivo Federal y 

designados por la Cámara de Senadores o, en los recesos de ésta, por la Comisión 

Permanente. 

La ley establecerá un órgano para la procuración de justicia agraria, y 

XX.  El Estado promoverá las condiciones para el desarrollo rural integral, intercultural y 

sostenible, a través de políticas de fomento a la producción nacional y la soberanía 

alimentaria que garanticen con el propósito de generar empleo y garantizar a la 

población campesina, indígena y afromexicana, el desarrollo y protección de 

prácticas agroecológicas, cultivos tradicionales con semillas nativas, en especial 

el sistema milpa, los recursos agroalimentarios, conocimientos tradicionales, 

patrimonio biocultural el bienestar y su participación e incorporación en el desarrollo 

nacional, y fomentará la actividad agropecuaria y forestal para el óptimo uso de la tierra, 

con obras de infraestructura, insumos, créditos, servicios de capacitación y asistencia 

técnica, culturalmente pertinentes, libres del uso de sustancias peligrosas, 

organismos genéticamente modificados y productos químicos tóxicos. Asimismo 

expedirá la legislación reglamentaria para planear y organizar la producción 

agropecuaria, su industrialización y comercialización, considerándolas de interés 

público. 

 

El desarrollo rural integral y sustentable a que se refiere el párrafo anterior, también 

tendrá entre sus fines que el Estado garantice la producción nacional, el abasto 

suficiente y oportuno de los alimentos básicos y estratégicos que la ley establezca. 
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TRANSITORIOS 

Primero. El presente decreto entra en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación.  

 

Segundo. A partir de la entrada en vigor de este decreto, se derogan todas las disposiciones 

que se opongan a lo establecido en el presente decreto.  

 

Tercero. Los ajustes en las leyes reglamentarias del artículo 27 constitucional, deberán estar 

orientados a fortalecer la soberanía alimentaria de México, dotando a la Clase Campesina 

constituida con la propiedad social de ejidos, comunidades y pueblos indígenas, de todos los 

medios necesarios para el uso y usufructo sostenible de las tierras, aguas, y biodiversidad.  

 

Cuarto. El Congreso de la Unión, en un plazo de 180 días, contados a partir de la entrada en 

vigor de este decreto, deberá armonizar el marco jurídico de las leyes reglamentarias del 

artículo 27, para alinearlo a sus mandatos.  

 

Quinto. La Cámara de Diputados tendrá un plazo de 6 meses, para realizar estudios e 

investigaciones que sean necesarios, sobre los efectos sociales y económicos en la 

seguridad y soberanía alimentaria nacional, de las reformas y derogaciones de fracciones y 

párrafos realizadas en el año 1992 al artículo 27 constitucional, con el propósito de definir las 

medidas y estrategias necesarias para recuperar la soberanía alimentaria nacional. 

 

Sexto. El titular del Ejecutivo Federal, creará la Secretaría de Desarrollo Agrario y Productivo 

que tendrá como propósitos fundamentales los siguientes:  

 

a) Coordinar bajo su despacho, a todas las Unidades Administrativas, del sector 

central, que sea necesario resectorizar de las Secretarías del Bienestar, de la 

Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural, y de la Secretaría de Desarrollo Agrario, 

Territorial y Urbano como el Registro Agrario Nacional, el Archivo General Agrario, y 

de la Procuraduría Agraria, así, como aquellos organismos desconcentrados y 

descentralizados que se considere necesario, y que serán resectorizadas y 



 
 

77 
Av. Congreso de la Unión, 66, Col. El Parque; Alcaldía Venustiano Carranza; 

C.P. 15960; Ciudad de México, 50360000; extensión 61273 y 61274 

coordinadas por la nueva Secretaría, la Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal y las . 

 

b) Regularizar y actualizar la realidad nacional de la justica agraria en ejidos, 

comunidades y pueblos indígenas y afromexicanos;  

 

c) Promover la organización económica colectiva de las unidades económicas 

productivas de la propiedad social para incrementar la producción y la productividad 

local y fortalecer la soberanía y autosuficiencia alimentaria, por ello quedará prohibido 

el uso del glifosato en la producción agropecuaria de alimentos para humanos y de 

especies ganaderas, la Ley establecerá los listados oficiales de productos prohibidos 

y de uso controlado en México; 

 

d) Crear las condiciones para que las asambleas de ejidos, comunidades, pueblos 

indígenas y afromexicanos, sean la unidad básica de la planeación del desarrollo local 

con equidad, inclusión, sostenibilidad y participación, como lo prevé el sistema 

nacional de planeación, del artículo 26 constitucional, la Secretaría diseñará e 

implementará el Atlas de la Fertilidad de las tierras agropecuarias de México, para 

atender la bio-recuperación de salud y fertilidad de las tierras que presente diversos 

grados de deterioro de su fertilidad, ocasionado por el uso desordenado y abusivo de 

sustancias agrotóxicas como el glifosato, las atrazinas y los organofosforados según 

lo prevea la Ley; 

 

e) Para el mejor aprovechamiento de todos los recursos territoriales disponibles de 

los ejidos y comunidades, éstos realizarán la planeación sustentable de sus recursos 

con enfoque de sostenibilidad de corto, mediano y largo plazos, generación de 

empleos dignos, y la producción de alimentos sanos y saludables libres de 

agrotóxicos y cultivos transgénicos, preservando los límites de salud de los 

ecosistemas y de todos sus elementos naturales; 

 

f) Para lograr y mantener la soberanía alimentaria de la nación con estrategias que 

movilicen y aprovechen todo el potencial socio productivo de la Propiedad Social de 
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ejidos, comunidades y pueblos indígenas y afromexicanos; el gobierno reconoce la 

función social de la tierra, y su carácter multifuncional, como contenedor de la 

biodiversidad, del agua, y el patrimonio biocultural, por ello, la respetará y fortalecerá 

sus aspectos culturales como el idioma materno, el cuidado de la naturaleza y el 

medio ambiente, y las prácticas culturales tradicionales, y propondrá soluciones 

basadas en el uso intensivo del conocimiento científico, técnico, la innovación, y la 

bioeconomía en diálogo permanente con el humanismo mexicano y el conocimiento 

popular y ancestral de las comunidades, pueblos indígenas, afromexicanos y ejidos; 

se incentivará el desarrollo de tecnologías que mantengas y fortalezcan las 

condiciones de fertilidad de las tierras y la biodiversidad;  

 

g) Se preverán los recursos presupuestales necesarios para apoyar a los ejidos, 

comunidades indígenas y pueblos indígenas y afromexicanos, para realizar 

actividades de capacitación, asistencia técnica, producción y adquisición de 

bioinsumos, aprovechamiento y producción agropecuario, silvícolas, forestal, 

pesquero y acuícola, así como recursos pare realizar, la cosechas, acopio, 

almacenamiento, transporte, transformación y agroindustrialización, distribución y 

consumo de todos los bienes y de los servicios de soporte y apoyo que sean 

necesarios;  

 

h) Deberán preverse recursos presupuestarios públicos y sociales, para generar 

sistemas de capitalización, ahorro, préstamo, e inversión, para el avío y el 

refaccionario, necesarios para capitalizar las unidades de producción agrícolas, 

pecuarias, silvícolas, forestales, pesqueras y acuícolas, así como las dedicadas al 

transporte y transformación de la producción; 

 

i) Para garantizar acceso al crédito oportuno, de bajo costo, el Estado mexicano, 

deberá aprobar los cambios legales que sean necesarios, para crear y fortalecer la 

Banca Social Mexicana, en donde la Clase Campesina, y otras organizaciones y 

sociedades del sector social de la economía, podrán depositar sus recursos 

numerarios, provenientes de remesas, transferencias públicas, y otros ingresos 

lícitos, y generar y consolidar el Fondo Social del Ahorro, Seguro y Pensión para el 
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Retiro campesino, podrán constituir y operar Fondos de préstamos prendarios, e 

inversión para la capitalización rural de sus unidades productivas organizadas en 

colectivo, en sintonía con lo previsto en el párrafo octavo del artículo 25 

Constitucional. 

 

Séptimo. Las erogaciones que se generen con motivo de la reforma efectuada por este 

decreto se realizarán con cargo a los recursos aprobados expresamente para esos fines por 

la Cámara de Diputados en los respectivos presupuestos de egresos de los ejecutores de 

gasto correspondientes: en caso de que se realice alguna modificación a la estructura 

orgánica de los ejecutores, esta deberá llevarse a cabo mediante movimientos compensados 

conforme a las disposiciones jurídicas aplicables, por lo que en ningún caso se autorizarán 

ampliaciones a sus presupuestos de egresos en el presente ejercicio fiscal. 

 

Octavo. Las legislaturas de las entidades federativas deben realizar las adecuaciones 

normativas necesarias para cumplir con los fines establecidos en el presente decreto, dentro 

de los trescientos sesenta días naturales siguientes a su publicación. 

 

 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de Diputados 

del H. Congreso de la Unión, a los 09 días del mes de abril de 2024. 
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